
		
			[image: 9788423430635_epub_cover.jpg]
		

	
		
			Índice

			
				Portada
			

			
				Sinopsis
			

			
				Portadilla
			

			
				Dedicatoria
			

			
				Cita
			

			
				Prefacio
			

			
				Introducción
			

			
				1. El archipiélago liberal
			

			
				2. Naturaleza humana e intereses humanos
			

			
				3. Libertad de asociación y libertad de conciencia
			

			
				4. La tolerancia liberal
			

			
				5. Comunidad política
			

			
				6. La construcción cultural de la sociedad
			

			
				Conclusión
			

			
				Notas
			

			
				Créditos
			

		

	
		
			Gracias por adquirir este eBook

			
Visita Planetadelibros.com y descubre una
nueva forma de disfrutar de la lectura


			
				
					
				
				
					
							
							
¡Regístrate y accede a contenidos exclusivos!

							Primeros capítulos
Fragmentos de próximas publicaciones
Clubs de lectura con los autores
Concursos, sorteos y promociones
Participa en presentaciones de libros

[image: ]


						
					

					
							
							Comparte tu opinión en la ficha del libro
y en nuestras redes sociales:

[image: ]    [image: ]    [image: ]    [image: ]    [image: ]    [image: ]

							
Explora      Descubre      Comparte


						
					

				
			

		

		
			
			

		

	
		
			Sinopsis

		

		
			Chandran Kukathas nos ofrece, por primera vez, un tratado extenso de su controvertida e influyente teoría sobre los derechos de las minorías.

			«¿En qué se basan los principios de una sociedad libre marcada por la diversidad cultural y las lealtades grupales?». Ésa es la pregunta que busca responder este libro. Su argumento principal es que una sociedad libre es una sociedad abierta cuyo principio fundamental es el principio de la libertad de asociación. 

			Éste es un trabajo que representa un desafío, pero también una alternativa a otras teorías liberales contemporáneas sobre la multiculturalidad.

		

	
		
			El archipiélago liberal

			

			
			 

			CHANDRAN KUKATHAS

			 Traducido por Diego Sánchez de la Cruz
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			A mi madre y hermanas,
en memoria de mi padre, y para Anna.

		

	
		
			 

		

		
			Plutarco advirtió hace mucho tiempo que hablar
				de civilizar a los bárbaros sirve como pretexto
				para la agresión, de modo que aquel que anhela la
				propiedad ajena se esconderá a menudo bajo pretextos
				así. Ahora sabemos bien que la excusa de
				forzar a otras naciones a civilizarse, algo que en su
				día esgrimieron en su favor los griegos o Alejandro
				Magno, debe estar considerado como algo injusto
				e impío, como bien consideran todos los teólogos
				y, especialmente, los españoles.

			HUGO GROCIO,

				La libertad de los mares, p. 14.

			Si las víctimas de una ley mala no invocan la asistencia
			y ayuda de otras comunidades, no puedo admitir
			que personas totalmente alejadas de esas gentes
			decidan intervenir e imponer un nuevo orden de
			cosas ajustado a sus intereses. Debemos poner fin a
			esta práctica, porque es un escándalo tratar así a
			personas que están a miles de millas de distancia.
			Cosa distinta es enviar misioneros que prediquen
			contra esas malas leyes y permitirles que se opongan
			a esas doctrinas, siempre por medios justos y
			renunciando a silenciar a los maestros.

			JOHN STUART MILL,

				On Liberty, p. 92.

		

	
		
			Prefacio

		

		
			Este libro nace de los prejuicios de su propio autor. Dado que éste es un trabajo político, puede resultar interesante y útil que el lector conozca cuáles son esos prejuicios.

			El archipiélago liberal es un ensayo filosófico que aborda el reto de responder políticamente al hecho de la diversidad cultural. Mi interés por estos asuntos vino provocado por experiencias personales y familiares. Crecí como un tamil en la Malasia de la década de 1960. Desde niño, me dijeron que, por ser miembro de dicha etnia, no recibiría las mismas oportunidades que los malasios (los bumi putra o «hijos de la tierra»).

			Aquello me pareció injusto. Yo había nacido en Malasia y era hijo (y nieto) de padres (y abuelos) que también eran naturales de la península. Me dolía pensar que no podría ser un «hijo de la tierra» más. Como los tamiles «sólo» habíamos vivido en Ceilán durante un milenio, seguíamos siendo «los nuevos vecinos del barrio». Ante esta perspectiva, mi padre intentó emigrar, pero no tuvo éxito. Tras aquel fracaso, exploró una segunda alternativa: educar a sus hijos en el extranjero. Fue así como terminé en Australia, mientras que mis hermanas recalaron en otras partes del mundo.

			Pero sería un error presentar mi historia como una historia desafortunada. De hecho, puedo decir que la suerte ha estado de mi lado durante buena parte de mi vida. Sin embargo, mis experiencias familiares siempre han servido como pilar de muchas de mis reflexiones sobre aspectos como la política de la etnicidad. Quizá ésta sea la fuente de mi antipatía por la costumbre de etiquetar a la gente según su procedencia étnica, como también puede explicar mi patrón de oposición reiterada a las políticas que brindan un trato diferenciado atendiendo a la vinculación racial de las personas. En mi opinión, esas etiquetas y esas estrategias políticas nos hacen pensar en nosotros mismos como personas agraviadas. Además, nos lleva a pensar en los demás como personas que nos explotan. A mi parecer, ese marco de ideas no hace mucho por darnos una vida más justa, como tampoco ayuda a que nuestras relaciones con el resto de la gente sean más plenas, armónicas y felices.

			Ya en Australia, llamó mi atención la lucha de los aborígenes por tener derechos sobre sus tierras y ver reconocidas y reparadas las injusticias que antaño sufrieron como pueblo. Mi forma de ver todo aquello estuvo muy marcada por Stewart Harris, un periodista que trabajó para el Times de Londres y más tarde firmó artículos en la prensa de Canberra. Sus escritos, su activismo y su ejemplo me persuadieron de que los aborígenes tenían un poderoso reclamo moral, tanto para recuperar parte de la tierra que habían perdido como para tener la libertad de vivir como quisieran, en lugar de terminar asimilados por la sociedad australiana en su conjunto. Sí, me oponía a la discriminación positiva, los derechos colectivistas y las políticas basadas en la etnicidad, pero también me sentía profundamente convencido de la legitimidad de las reivindicaciones de aquel pueblo, en la medida en que su historia reciente estaba marcada por enormes injusticias y sufrimientos.

			Sería un error sugerir que aprecié de forma temprana esta incoherencia y que inmediatamente me lancé a una reflexión filosófica profunda, en línea con los temas tratados en este libro. En realidad, tardé tiempo en ser consciente de esas discrepancias existentes en mi forma de ver las cosas. Sin embargo, con el paso de los años, mi trabajo como teórico de la política me llevó a reflexionar sobre la diversidad cultural, de modo que tuve que enfrentar esas incoherencias y lidiar con los prejuicios que arrastraba desde joven. El resultado es una teoría de la diversidad cultural que queda reflejada en este libro y otros trabajos. Su objetivo es darle un sentido a convicciones aparentemente encontradas o contradictorias.

			Hay, sin embargo, un tercer prejuicio que también debe ser revelado al lector. Crecí en un hogar en el que, por lo general, había muy poco interés por la política, menos aún por el gobierno. Aunque mi padre pasó la mayor parte de su vida escribiendo sobre asuntos políticos, a menudo lo hizo para criticar sus intrigas y esquemas absurdos. Él nunca se cansó de decirnos que las naciones y los Estados no importan (de hecho, fue especialmente insistente después de ser llevado a una estación de policía para dar explicaciones sobre un artículo que un oficial de rango menor consideró poco halagador hacia el Ejecutivo...). Mi progenitor no sugería que las naciones y los Estados sean irrelevantes: lo que planteaba era, más bien, que no debemos tenerles demasiado apego ni esperar mucho de ellos. Hasta hoy, amigos y colegas que ven las cosas de manera muy diferente han intentado persuadirme de lo contrario, sin éxito. De modo que, partiendo de aquellos prejuicios, he llegado a simpatizar con pensadores libertarios y anarquistas, a partir de los escritos de autores como Hayek y Oakeshott, además de otros filósofos políticos contemporáneos. Sus ideas no reciben especial atención en este libro, pero su influencia está indudablemente en cada página.

			Creo que mis vivencias pueden ayudar a explicar la teoría presentada aquí. Soy consciente de que la tesis del libro puede ser considerada excéntrica, aunque Brian Barry ha ido más allá y la ha descrito como «elaborada y perversa». Pero, más allá de lo que opine el lector de esta obra, hay que decir que no todo lo que recogen estas páginas bebe de la experiencia propia o de los escritores libertarios o anarquistas. Hay muchas otras fuentes que han inspirado este trabajo. He acumulado muchas deudas intelectuales a lo largo de los años que deben ser pagadas con el necesario reconocimiento. De entrada, me acuerdo de dos profesores, David Band y el difunto Brian Beddie. Brian me introdujo a la teoría política y me inspiró a desarrollarmi carrera como académico. Echo de menos su amistad, sus críticas, su aliento y su aprecio. Mi deuda más antigua, eso sí, es la que mantengo con mi amigo y colega William Maley, que ha leído y comentado la mayoría de mis escritos y que, a menudo, se ha presentado a mis debates, preparado siempre para discutir sobre cualquier pensamiento o idea, por nueva que fuese. William ha sido, además, un gran amigo, cuya lealtad y sabios consejos valoro más de lo que puedo expresar con palabras.

			Entre mis deudas más recientes, la más importante es la que mantengo con Moira Gatens. Además de leer todo el manuscrito del libro y proporcionarme comentarios críticos y sugerencias, Gatens ha sido fuente de gran aliento y simpatía. Pero, también en su caso, todo eso palidece al lado del mayor regalo que me ha hecho: su amistad y apoyo, sobre todo en tiempos difíciles.

			A lo largo de los años, muchas personas han comentado mis trabajos académicos y mis ensayos, muchos de los cuales han dado pie a esta obra, El archipiélago liberal. Es una alegría poder agradecer todas esas aportaciones en las líneas de este prefacio. En este sentido, mi mayor deuda es la que tengo con Will Kymlicka, que no sólo me alentó y ayudó a publicar algunos de mis primeros trabajos, sino que también ha leído borradores de este libro y me ha ayudado a retocarlo y mejorarlo, a pesar de que esta tesis desafía sus propias ideas. Su espíritu generoso es bien conocido entre los compañeros de profesión y estoy muy feliz de añadir mi nombre a la larga lista de amigos y colegas agradecidos que maneja el pensador canadiense.

			También estoy agradecido a Joseph Carens y Daniel Weinstock, que leyeron el manuscrito en su totalidad y me ofrecieron consejos útiles y críticas constructivas, muchas más de las que hubiera esperado y muchas más de las que hubiera podido gestionar con solvencia. Si hubiese tratado de solventar cada problema que me planteaban, habría escrito hasta el fin. Sin embargo, espero haber abordado los desafíos más importantes que nacieron de sus críticas y observaciones. Estoy agradecido por su ayuda, una ayuda que, confío, ha mejorado el producto final y, además, me ha enseñado mucho. David Miller también leyó el manuscrito completo y me brindó aún más apoyo y aliento que el que ya me había mostrado en los últimos veinte años, de modo que su nombre también debe sumarse a la lista de personas con las que me declaro en deuda.

			Pero hay muchas más personas que me han ayudado, algunos comentando fragmentos de este trabajo, otros en debates que surgieron en seminarios y largas conversaciones. Además de los colegas que ya he mencionado, quiero acordarme de Ruth Abbey, Randy Barnett, Brian Barry, Andrea Baumeister, Rajeev Bhargava, Daniel A. Bell, Akeel Bilgrami, Ronald Beiner, Geoffrey Brennan, Eamonn Callan, William Dennis, Douglas Den Uyl, Hans Eicholz, João Espada, Claire Finkelstein, William Galston, Jerry Gaus, Phillip Gerrans, Robert Goodin, John Gray, Dan Greenberg, Russell Hardin, Barry Hindess, Peter Jones, John Kekes, Charles King, Julian Lamont, Geoffrey Levey, Jacob Levy, Loren Lomasky, David Lovell, Steven Lukes, Stephen Macedo, Susan Mendus, Fred Miller, Ken Minogue, Tariq Modood, Margaret Moore, Don Morrison, Richard Mulgan, Andrew Norton, Cliff Orwin, Emilio Pacheco, Tom Palmer, Bhikhu Parekh, Carole Pateman, Paul Patton, Ellen Paul, Jeffrey Paul, Philip Pettit, Anne Phillips, Ross Poole, Rob Reich, Michael Ridge, Nancy Rosenblum, Deborah Russell, Ayelet Shachar, Barry Shain, Jeremy Shearmur, George H. Smith, Jeff SpinnerHalev, Yael Tamir, John Tomasi, James Tully, Steven Wall, Stuart Warner, Larry White, Andrew Williams, Melissa Williams e Iris Marion Young.

			A lo largo de los años, he tenido la suerte de recibir el apoyo de varias instituciones. Mi mayor agradecimiento va para mi departamento académico, que ha aceptado mis ausencias y me ha proporcionado un entorno feliz y formativo que ha hecho que trabajar sea un placer. Estoy especialmente agradecido a mis colegas por estar ahí durante mi larga enfermedad y por asumir muchas de mis clases sin apenas antelación. La Universidad de Nueva Gales del Sur, ligada a la Academia Australiana de las Fuerzas Armadas, también me ha proporcionado fondos para viajes e investigaciones, de modo que extiendo también a sus responsables el agradecimiento que pretende trasladar este prefacio.

			Parte de la elaboración y redacción de El archipiélago liberal se realizó con el apoyo de distintas ayudas económicas y becas. Estoy agradecido con el Institute of Humane Studies y en particular, con Walter Grinder, Leonard Liggio, John Blundell y Christine Blundell. Gracias por toda la asistencia que me han brindado a lo largo de los años.

			El Social Philosophy and Policy Center de la Universidad Estatal de Bowling Green también me brindó una generosa estancia como profesor invitado en 1991. Estoy especialmente agradecido con Jeff Paul, Ellen Paul y Fred Miller. Por otro lado, Liberty Fund me proporcionó un puesto como profesor visitante en 1995; agradezco a la institución y a Emilio Pacheco y Charles King que organizaran dicho programa. También deseo agradecer el generoso apoyo de la Fundación Earhart. Las últimas etapas de la redacción del libro las completé cuando cumplí mi etapa de profesor visitante en el Programa de Teoría Social y Política en la Escuela de Investigación de Ciencias Sociales en la Universidad Nacional de Australia. Quiero darle las gracias a Geoffrey Brennan, Bob Goodin y Philip Pettit por hacerlo posible. Por último, fue una gran suerte poder asociarme con el Centre for Independent Studies de Sídney. Es de justicia reconocer su apoyo y, cómo no, la amistad que me han brindado Greg y Jenny Lindsay.

			Dominic Byatt, mi estimado editor en Oxford University Press, le agradezco su paciencia, su aliento... y aquella taza de café. Debería terminar reconociendo a otras personas que han tenido muy poco que ver con este libro, pero que tienen mucho que ver con mi vida. Primero, doy las gracias al Doctor Cao Ling Ling por restaurar mi salud. Segundo, le doy las gracias a Isabel Pacheco por muchos años de amistad y hospitalidad, y por brindarme un hogar lejos del hogar. Finalmente, a mi esposa, Debbie, y a mis hijos, Nathan, Sam y Sarah, por divertirme y brindarme su amor y su compañía.

			Muchos de los argumentos presentados en este libro han aparecido en documentos ya publicados, aunque todos estos materiales han sido revisados considerablemente. Los artículos publicados que han nutrido El archipiélago liberal son los siguientes: «Are there any cultural rights?» (Political Theory, 20, 1992, pp. 105-139), «Cultural rights again: a rejoinder to Kymlicka» (Political Theory, 20, 1992, pp. 674-680), «Liberalism, Communitarianism and Political Community» (Social Philosophy and Policy, vol. 13, n. 1, 1996, pp. 80-105), «Cultural toleration» (incluido en el libro Ethnicity and Group Rights, editado por Will Kymlicka e Ian Shapiro, NOMOS XXXIX, Nueva York: New York University Press, 1997; pp. 60-104), «Liberalism, Multiculturalism and Oppression» (incluido en el libro Political Theory: Tradition and Diversity, editado por Andrew Vincent, Cambridge University Press, 1997, pp. 132-153), «Multiculturalism as Fairness» (Journal of Political Philosophy, 5 [4] 1997, pp. 406-427), «Liberalism and Multiculturalism: The Politics of Indifference» (Political Theory, 26 [5], 1998, pp. 686-699); «O arquipelago liberal: contronos de um conceito de liberalismo» (Analise Social, XXXIII [2–3], 1998, pp. 359-378), «Two concepts of liberalism» (incluido en el libro Liberalism Classical and Modern: New Perspectives, editado por J. Espada, M. Plattner y A. Wolfson, Lexington Books, 2001, pp. 8697) y «Equality and Diversity» (Philosophy, Politics and Economics, 1 [2], 2002, pp. 185-212). 

		

	
		
			Introducción

		

		
			Y entonces habrían existido muchos reinos de naciones en el mundo, del mismo modo que hay muchos hogares y familias en cada ciudad.

			SAN AGUSTÍN1

			La historia de las sociedades es una historia de cooperación humana y, al mismo tiempo, un relato de conflictos sucesivos. De la gran diversidad de arreglos humanos que hemos conocido han surgido tanto el progreso de las artes y las ciencias como siglos y siglos de guerras y luchas civiles. Si bien la posibilidad de una coexistencia pacífica nunca ha sido cuestionada, la durabilidad y sostenibilidad de dicha armonía siempre ha sido incierta. La filosofía política, por tanto, debe ofrecernos ideas y reflexiones sobre los fundamentos que asientan, o pueden llegar a asentar, el orden social. Hablo de reflexiones que ayuden a dar cuenta de las causas que generan dicho orden, pero también pretenden recomendar pautas a las que todas las sociedades puedan aspirar.

			Pero estas reflexiones siempre han estado marcadas por las circunstancias. Los tiempos plantean las preguntas que los filósofos abordan.

			La segunda mitad del siglo XX no fue diferente. Nos ha presentado una variedad de problemas al espectro filosófico. El surgimiento del totalitarismo moderno y las dinámicas de una Guerra Fría librada entre adversarios dotados de armas de destrucción masiva han motivado un largo análisis centrado en las principales ideologías que dominan el debate político: el comunismo, el socialismo y la democracia liberal, entre otras. Al mismo tiempo, la desintegración de los imperios coloniales europeos en África, Asia y Oriente Medio, sumada al crecimiento de movimientos nacionales independentistas o al auge de distintas corrientes de reafirmación religiosa, han inspirado nuevos esfuerzos filosóficos, centrados en analizar y criticar a la sociedad política moderna y, más particularmente, a las tradiciones e instituciones de Occidente. En las propias democracias occidentales, los triunfos y fracasos del Estado del Bienestar y la tarea de reconstruir las instituciones económicas y políticas tras las guerras mundiales han provocado un intenso debate sobre las bases del constitucionalismo liberal, avivado a su vez por el auge de los derechos civiles, el crecimiento de los movimientos feministas o el ensanchamiento del pluralismo cultural que han provocado la inmigración y las nuevas demandas de ciertos grupos minoritarios.

			Hacia finales de siglo, después de cincuenta años de transformación social en la época de la posguerra, no se había alcanzado una resolución política o filosófica de los problemas centrales del asociacionismo humano. Hubo quienes vieron en el declive y la caída de la Unión Soviética el principio del «final de la historia», un proceso que culminaría en el triunfo absoluto de la democracia liberal.2 Pero la evidencia de los acontecimientos cotidianos nos sugiere lo contrario. El totalitarismo comunista ha sido sucedido por el resurgimiento de los nacionalismos étnicos, muchos de los cuales se expresan en demandas secesionistas. La independencia poscolonial ha producido sociedades divididas y divisorias con más frecuencia de lo que ha creado democracias parlamentarias estables. Y en las democracias liberales de América del Norte, Europa occidental y el Pacífico sur los desafíos planteados por la diversidad cultural han provocado amargos conflictos políticos y una inquietud sobre la capacidad de las instituciones sociales para responder al desafío, a pesar de que hablamos de países que acumulan medio siglo de paz y un crecimiento exponencial de la riqueza y el bie­nestar.3

			El problema abordado por la filosofía política contemporánea es, fundamentalmente, el de hacer frente a la diversidad en un mundo en el que la particularidad y la diferencia se reafirman con creciente fuerza. ¿Cómo lograr que seres humanos diversos logren vivir juntos, libres y en paz? Ésa es la pregunta clave de nuestro tiempo.

			A menudo se dice que la respuesta a esta pregunta es el liberalismo, término que identifica una perspectiva política que responde a la diversidad humana abogando por instituciones que permitan la coexistencia de diferentes creencias y formas de vida, aceptando que ese pluralismo de valores religiosos y morales es una realidad que debe abordarse favoreciendo la tolerancia. El liberalismo difiere de otras filosofías políticas en la medida en que rechaza la idea de un orden social orgánico y cohesionado, donde los intereses del individuo encajan en perfecta armonía con los intereses de la comunidad. Parte, de hecho, de la idea de que los individuos tienen diferentes fines: no hay un objetivo único y común compartido por todos y, con el paso del tiempo, las distintas visiones de las personas pueden entrar en conflicto. El reto, desde el punto de vista liberal, es regular dichos conflictos, en vez de pretender que es posible erradicarlos.

			Sin embargo, aunque el liberalismo ha sido propuesto como una posible respuesta al reto de articular la convivencia humana, lo cierto es que sigue siendo una línea de pensamiento cuestionada desde distintos ámbitos y por distintos motivos. Según una vertiente crítica, el liberalismo puede ofrecer muy poco a nuestra necesidad de entender la sociedad moderna porque se nutre de ensoñaciones filosóficas de la era de la Ilustración.4 Al ser una teoría política universalista, que asume que las instituciones humanas y la autoridad política pueden justificarse de forma racional, el liberalismo no aborda apegos particulares que siguen prevaleciendo en las sociedades modernas, sean de orden religioso, nacional o cultural.5 De hecho, el viejo ideal ilustrado de igualdad y libertad se contempla hoy día con cierta suspicacia.

			La narrativa de la Ilustración entendía la liberación como la eliminación de la diferencia. Los individuos ya no serían vistos a través de su sexo, clase o grupo étnico. La ansiada liberación no se lograría a partir de la supresión de las diferencias, sino mediante una emancipación basada en reconocer y empoderar al diferente y al oprimido.6

			Muchos filósofos liberales contemporáneos discrepan de los puntos de vista que sostuvieron sus predecesores. De hecho, hay un alto grado de desacuerdo y discrepancia en el seno de las tradiciones liberales. ¿Cuáles deberían ser los términos de la cooperación social? ¿Cómo deberían abordarse los reclamos de las minorías culturales? ¿Puede una sociedad liberal tolerar a aquellas comunidades que están en contra de la libertad? ¿Hay que darle cabida a inmigrantes que no creen en los ideales liberales? ¿Cómo puede sostenerse una sociedad marcada por la diversidad cultural y las lealtades particulares de grupo?

			El destacado filósofo liberal Will Kymlicka ha respondido a estas preguntas afirmando que la cooperación social prevalecerá frente al pluralismo cuando la sociedad esté dirigida por una concepción común y compartida de la justicia. Dicha concepción no deberá sustentarse en torno a un conjunto de compromisos morales (como por ejemplo, el ideal de la autonomía personal), sino que se articulará a través del compromiso político de buscar consensos razonables dentro de las tradiciones de la sociedad.7 Otros autores han intentado lidiar con estos mismos problemas a base de repensar el liberalismo y tratar de construir sobre sus cimientos una aceptación de los derechos colectivos, pensando en armonizar los tradicionales compromisos de la doctrina con la autonomía personal con un reconocimiento de las asociaciones grupales.8

			De modo que los filósofos liberales siguen discutiendo sobre estas cuestiones y aún no han resuelto todos estos problemas. Persiste, por ejemplo, el debate sobre los retos que plantean la diversidad moral, las lealtades de grupo (especialmente las de índole religioso o étnico) o las complejidades que pueden derivarse del sentir de los movimientos nacionalistas.9

			Este libro procura lidiar con estos temas tan diversos. El archipiélago liberal aspira a determinar cuál es la base de los principios de una sociedad libre marcada por la diversidad cultural y las lealtades grupales. De hecho, este trabajo pretende explicar si una sociedad así requiere instituciones políticas que reconozcan a las minorías, como también busca responder si se debe tolerar a las minorías cuando sus formas difieren de las de la comunidad mayoritaria. También aspiro a determinar hasta qué punto las instituciones políticas deben o no abordar las injusticias sufridas por las minorías, tanto si se deben a las acciones de la sociedad más amplia como si se explican por abusos de los más poderosos de la propia comunidad. Además, procuro discutir qué papel debe desempeñar el Estado en la configuración de la identidad nacional, y estudiar qué valores fundamentales deben guiar nuestras reflexiones sobre estos temas.

			Pero, si bien estas preguntas son de crucial importancia, la principal ambición de este ensayo es la de ofrecer una teoría general de la sociedad libre, en un contexto de diversidad. Y, dado que el relato ofrecido es, en esencia, un relato «liberal», este libro es también un ensayo sobre los fundamentos del liberalismo.

			La tesis del libro

			¿En torno a qué principios debe girar una sociedad libre marcada por la diversidad cultural y por las lealtades de grupo? Mi respuesta, que entraña la tesis central de este libro, es más o menos la que expongo a continuación.

			Una sociedad libre es una sociedad abierta y, por tanto, los principios que describen su naturaleza deben admitir la variabilidad de arreglos humanos, en vez de establecer o mantener un conjunto determinado de instituciones fijas y cerradas. Estos principios deben partir únicamente de la existencia del individuo y de su propensión a asociarse entre sí. Por tanto, no se asigna a una relevancia superior a ningún individuo ni a ninguna asociación histórica en particular.

			Dando por bueno esto, el principio fundamental que define la sociedad libre es el de la «libertad de asociación». Un primer corolario que se sigue de esto es el del respeto al principio de la libertad de «disociación». El segundo corolario derivado de esta forma de ver las cosas es el principio de «tolerancia mutua» que regirá entre las distintas asociaciones y grupos humanos. De hecho, una sociedad es libre en la medida en que esté preparada para tolerar en su seno a colectividades que difieren o disienten de sus tradiciones o prácticas.

			Una de las implicaciones que se derivan de este enfoque es que la autoridad política no es más que una autoridad más, entre otras muchas. Su base será solamente la voluntad de sus miembros de continuar asociándose bajo los términos que definen el marco político. La sociedad política puede ser descrita como una «asociación de asociaciones», pero esta forma de asociación no es superior a otras. La política no incorpora a todas las asociaciones existentes, puesto que dichas realidades tienen entidad propia y no subsidiaria. Los principios de la sociedad libre no describen una jerarquía de autoridades, sino un «archipiélago de jurisdicciones», todas competitivas y superpuestas. De modo que la sociedad libre se sostiene en la medida en que las leyes respetan estos principios y las autoridades operan dentro de este marco.

			Esta presentación de la tesis filosófica central de este libro puede resultar abstracta y austera. Vale la pena, por tanto, hacer algunas consideraciones más. De entrada, debo apuntar que la tesis central de El archipiélago liberal va de la mano de un cuestionamiento y una crítica a los enfoques que han aportado otros intelectuales que también se han preocupado por responder al reto de conjugar de manera efectiva libertad y diversidad. John Rawls aborda el problema apelando a principios de justicia capaces de generar un consenso superpuesto de apoyo, dentro de una sociedad unificada y cerrada. Will Kymlicka plantea una defensa de los derechos colectivos asignados a comunidades culturales particulares. Iris Marion Young apuesta por el reconocimiento de los grupos, cuyos intereses se verán beneficiados en virtud de una agenda de empoderamiento basada en la acción política.

			Mi libro adopta otra posición: rechazo la idea de una sociedad unificada y cerrada, pero también me opongo a la propuesta de reconocer derechos colectivos y a la sugerencia de fortalecer políticamente a las minorías. En la sociedad libre, sólo es fundamental la libertad de asociación. Por lo tanto, no hay ninguna razón que nos deba llevar a aceptar y promover cualquier otro tipo de reclamo de derechos de representación.

			Es probable que esta posición no resulte agradable en los tiempos que corren, marcados por la generalización de la acción afirmativa, la discriminación positiva, los derechos especiales concedidos a grupos indígenas o las políticas preferenciales pensadas sólo para ciertos colectivos. En gran medida, mi tesis está en desacuerdo con gran parte de la teoría política contemporánea, sobre todo porque niega dos de sus pilares: el primero de ellos es el que afirma que cualquier grupo, clase o comunidad debe recibir un trato o reconocimiento especial; el segundo es el que apunta que existe una autoridad política, filosófica o metafísica por la cual debemos canalizar dicho reconocimiento.

			El modelo de sociedad libre que propone El archipiélago liberal es uno en el que puede haber muchas asociaciones, si bien ninguna será «privilegiada» frente a las demás. Del mismo modo, en este modelo podrá haber muchas autoridades, pero todo el poder que detenten las mismas descansará en la aquiescencia de quienes estén sujetos a dichas autoridades. La teoría de la sociedad libre es, por lo tanto, un set de términos que habilitan la coexistencia de las diferencias, no un mero recuento de principios que permitan la coincidencia entre fórmulas diversas.

			Por decirlo de otra manera, la teoría ofrecida aquí difiere de las que se presentan en gran parte de la filosofía política contemporánea y también se desmarca de la teoría liberal contemporánea, puesto que se centra en una pregunta diferente. Buena parte de la teorización reciente se pregunta qué debería hacer o permitir el Estado, cuál es el papel de la autoridad política y qué principios o consideraciones deben guiar estos procesos. En resumen, el enfoque dominante está en determinar qué valores deben articular nuestra convivencia.

			En el seno de la teoría liberal hay una división importante entre quienes creen que el Estado debe guiarse por una forma determinada de definir la vida buena en sociedad (fin que podrá promover justificadamente) y quienes opinan que el Estado debe permanecer neutral a la hora de determinar qué es el «buen vivir». Sin embargo, en la teoría presentada aquí se adopta un punto de partida distinto: la pregunta central ya no es qué tiene que hacer el Estado, el gobierno o la autoridad, sino quién debe tener autoridad. Una cosa es preguntarse por la justicia de una acción o de un arreglo, pero otra cosa muy distinta es poner en duda su legitimidad. Por mucho que ambas cuestiones puedan estar relacionadas, este trabajo pone el foco en la cuestión de la «legitimidad».

			De modo que la pregunta obvia es: ¿por qué tomar este punto de partida, particularmente dado si tenemos en cuenta que el grueso de la teoría liberal contemporánea, revitalizada por los trabajos de John Rawls, considera más apropiado darle prioridad a la cuestión de la justicia? «La justicia es la primera virtud de las instituciones sociales», remarcó Rawls antes de presentar su influyente teoría. Su enfoque fue tan convincente que Robert Nozick llegó a afirmar que «los filósofos políticos deberán trabajar a partir de la teoría de Rawls y, si acaso la rechazan, tendrán que empezar explicando por qué lo hacen».10

			Pocos filósofos liberales han creído necesario explicar por qué no han elegido trabajar dentro del marco rawlsiano. Los teóricos del contrato social clásico, como Hobbes, Locke y Rousseau, emplearon el recurso argumento contractualista para responder a las preguntas sobre la legitimidad del Estado. El contractualismo de Rawls, sin embargo, se dirige fundamentalmente a la cuestión de la justicia social o distributiva. En esta línea, buena parte de los pensadores liberales, sean contractualistas o de otro tipo, se vienen centrando en esa misma cuestión: la de determinar cuáles son los derechos, libertades y deberes, o los derechos y obligaciones, que tienen las personas que viven en una sociedad justa.

			Una razón de peso para no abordar el debate en estos términos es que la condición que da lugar a la pregunta sobre la naturaleza de la sociedad libre (o la sociedad buena, en general) es la condición diversa de la convivencia humana. En un mundo marcado por grandes diferencias en los ámbitos morales y culturales, uno de los temas sobre los que existe un mayor grado de disputa, e incluso de conflicto, es el de definir qué entendemos por justicia. Diferentes pueblos, grupos o comunidades tienen distintos puntos de vista sobre este punto.

			Ante esa discrepancia, ¿cómo podemos lograr que las personas vivan juntas y en libertad en un mundo marcado por la diversidad moral y cultural? A menudo, escuchamos que la solución pasa por articular una concepción de la justicia que sea capaz de generar un consenso generalizado e incluso total.11 Pero el problema con este pensamiento es que, para asegurar un acuerdo así, será necesario vaciar de sustancia el concepto de justicia, ya que sólo esta forma permitirá que el conjunto de la sociedad pueda estar de acuerdo por completo. Así, despojando de sustancia algo tan importante como el concepto de justicia llegamos a un escenario en el que ni siquiera se consigue la intención inicial de lograr un acuerdo generalizado con capacidad vertebradora. Esto no es necesariamente malo (y en este libro se llega a sugerir que puede ser incluso bueno y necesario), pero no tiene sentido empezar así la teorización de la sociedad libre.

			Otra razón para no enfocar el problema desde un marco rawlsiano es que dicho planteamiento acarrea asumir desde un primer momento la idea de la sociedad como algo unificado y cerrado. Cuando nos preguntamos cómo hacer que personas diversas vivan juntas y en sociedad no sólo nos estamos haciendo una pregunta sobre la manera en que un grupo u otro de individuos pueden organizar sus instituciones dentro de unos límites determinados, sino que también estamos abriendo un debate sobre dichos límites e instituciones, con ánimo de cuestionar su establecimiento y significado. Comenzar la disertación asumiendo que debemos centrar el análisis en definir derechos y deberes dentro de límites ya fijados implica silenciar importantes puntos de discordia.

			Otra consideración importante para el asunto que nos preocupa es que asumir la idea de una sociedad unificada y cerrada supone hacer una abstracción que nos aleja de la realidad social. La relevancia del Estado como forma de orden social que tiene el poder de abrir y cerrar fronteras y de facilitar o restringir el flujo de personas y bienes hace tentador el asumir intelectualmente que las sociedades pueden dividirse, compartimentarse y distinguirse, apelando simple y llanamente a la existencia de fronteras nacionales. Pero el mundo no se compone sólo de Estados. De hecho, las fronteras no siempre están bien cerradas. En la vida real, los individuos operan a través de la sociedad y, a menudo, la realidad familiar o comercial de millones de miembros de esa sociedad trasciende las fronteras domésticas y mantiene una operativa internacional. El mundo está plagado de asociaciones y organizaciones internacionales, desde empresas hasta grupos de presión de alcance global. De hecho, muchas de estas asociaciones y organizaciones son tanto o más grandes y poderosas que algunos Estados. Hay preguntas importantes sobre la conducta de estas asociaciones, particularmente referidas a su trato con el Estado, pero estas dudas no deben partir de que tales asociaciones son más estables y duraderas de lo que realmente son. Por tanto, no debemos comenzar asumiendo que la vida se conduce en una sociedad unificada y cerrada que tiene una autoridad establecida. De hecho, tampoco debemos empezar preguntándonos qué puede o qué debe hacer dicha autoridad.

			La tercera razón para no abordar el problema dentro del marco rawlsiano es que la cuestión más esencial de la filosofía política es la de la autoridad, un reto que implica estudiar quién la ostenta y cómo debe limitarse. El centro de la teoría política no es, o no debe ser, el análisis de la justicia o los derechos. Por encima de ello está la conversación sobre el poder, que supone definir quién puede tenerlo y qué se puede hacer con él. Las opiniones sobre los derechos o sobre la justicia pueden tener una influencia significativa en cualquier respuesta a esta pregunta, obviamente, pero el enfoque principal sigue siendo el mismo. El planteamiento de Rawls y sus seguidores parte de que las personas difieren a la hora de definir un concepto de justicia, por el hecho de que tienen apegos e intereses particulares. Partiendo de esa base, intenta encontrar una concepción de justicia que todos puedan aceptar, a pesar de sus diferencias mutuas. Por tanto, lo que busca es encontrar una respuesta a una pregunta fundamental de la teoría moral. Por esta razón, su teoría no abarca qué se debe hacer cuando existe un desacuerdo con la teoría de la justicia común que se propone al conjunto de la sociedad. De hecho, esta línea de pensamiento tampoco reflexiona sobre la legitimidad de la autoridad y sus límites.

			Al rechazar el marco rawlsiano, el enfoque que planteo en este ensayo supone un retorno a las preguntas clásicas que han dominado la teoría política y que ya fueron abordadas por Hobbes, Locke y Rousseau, entre otros. Rawls recurrió a la tradición del contrato social en busca de un método con el que responder a la pregunta fundamental de la teoría moral: la de la justicia. El presente trabajo vuelve a la preocupación inicial de la tradición del contrato social: la de la autoridad.

			En última instancia, El archipiélago liberal es un intento de explicar cuál es el lugar de autoridad en la sociedad libre. Si de lo que se trata es de saber cómo una diversidad de personas puede vivir conjuntamente y en libertad a pesar de sus diferencias, entonces lo que propongo es que la forma en que se asigna la autoridad sea la clave que vertebre el funcionamiento de la sociedad libre. El libro sostiene que, en una sociedad libre (o sociedad liberal) habrá una multiplicidad de autoridades, cada una independiente de las otras y todas sustentadas por la aquiescencia de sus respectivos sujetos miembros. Al mismo tiempo, la sociedad liberal se caracteriza por el respeto mutuo a la independencia de otras autoridades, de lo que se deriva la renuncia a intervenir en los asuntos internos de otros colectivos.12

			Sin embargo, aunque la preocupación principal de este trabajo es la de examinar el reto de la diversidad con el foco puesto en la legitimidad de la autoridad y no en la definición común de la justicia, El archipiélago liberal difiere significativamente de los enfoques clásicos de la cuestión de la legitimidad. No pocos pensadores políticos han asumido o afirmado que el mundo está dividido en naciones, o dominios, presididos por una autoridad superior. El problema que han abordado, pues, es el de explicar la legitimidad y el papel de dicha autoridad en cada una de estas sociedades cerradas. Se ha cuestionado, pues, la base de la legitimidad. Sin embargo, generalmente se ha acordado que el papel clave de la autoridad política es el de preservar la unidad del Estado. En esta línea, se ha tendido a sugerir que la sociedad buena es aquella que se articula a través de un orden político que sostiene un cierto grado de unidad. Pero este trabajo adopta una actitud más escéptica al respecto y apunta que la cohesión social no es tan importante como se ha insinuado históricamente. La sociedad buena no es, por tanto, una realidad confinada por ciertos límites generadores de unidad. Sí contiene una autoridad política, pero dicho poder se entiende como parte de algo más amplio, no como vía suprema para circunscribir y constreñir la diversidad de la sociedad.

			Una idea central en este libro es que la teoría política liberal de la sociedad buena no describe una realidad unificada. Decir esto es chocar con buena parte de la teoría política, que por lo general sí favorece esa perspectiva. Especialmente influyente ha sido la metáfora del «cuerpo político», que sin embargo no resulta útil en la medida en que alienta la idea de que la existencia de la vida social depende del funcionamiento de un orden político único, dentro del cual se organizaría la conducta humana. Por otro lado, la metáfora de la «sociedad bien ordenada» es igualmente rechazable, puesto que concibe la sociedad buena como una «sociedad cerrada», distinta y diferente de otras sociedades. Algo similar apuntó en su momento Platón con la alegoría que hablaba del barco como un Estado en el que navega la sociedad.

			En El archipiélago liberal propongo una metáfora distinta, que contempla a la sociedad como un archipiélago de comunidades diferentes que existen en un mar de tolerancia mutua. A diferencia del Archipiélago Gulag, este «archipiélago liberal» es una sociedad de sociedades que no ha sido creada y no está controlada por ninguna autoridad en particular. Lo que sugiero es una forma de orden en la que las autoridades operan bajo leyes que, en sí mismas, están fuera del alcance de cualquier otro poder.

			De manera implícita, esta mirada entraña el rechazo al nacionalismo y la oposición a la idea de que debemos partir del supuesto de que el Estado-nación es sinónimo de la «sociedad». El liberalismo presentado y defendido aquí no asume el concepto de nacionalismo liberal que aparece de manera habitual en la teoría política contemporánea. Se trata de un liberalismo construido sobre cimientos diferentes, lo que también conduce a conclusiones novedosas. Pero, para entender mejor la posición política desarrollada en los siguientes capítulos, vale la pena contrastar esta teoría con la de la ciudadanía multicultural que ha presentado Will Kymlicka.

			La teoría de Kymlicka

			El trabajo contemporáneo más discutido e influyente sobre el liberalismo y el problema de la diversidad es el del filósofo canadiense Will Kymlicka. En su libro Ciudadanía multicultural, Kymlicka argumenta que «el ideal liberal es el de una sociedad de individuos libres e iguales».13 Pero ¿qué es la «sociedad»? En su opinión, la mayoría de la gente diría que es «su nación». «El tipo de libertad e igualdad que más se valora es el de la libertad y la igualdad dentro de la cultura social que nos es propia.» De hecho, Kymlicka sugiere que buena parte de la gente «está dispuesta a renunciar a un mayor grado de libertad e igualdad a cambio de garantizar la existencia continuada de su nación» (MC 93). Así, pocos favorecen las fronteras abiertas, que permitirían a quienes emigren la posibilidad de instalarse, trabajar y votar libremente en el país que deseen. Esa oposición se justifica porque, si bien esto ampliaría en gran medida el dominio de la libertad y la igualdad, también aumentaría la probabilidad de que el país sea invadido por colonos de otras culturas, lo que pondría en peligro la viabilidad y supervivencia de la cultura nacional. Así, la mayoría de la gente favorece «una menor movilidad» como contraprestación para lograr «una mayor garantía de que las personas puedan seguir siendo miembros libres e iguales de su propia cultura nacional» (MC 93). Kymlicka concuerda con este pensamiento y sugiere que «la mayoría de los teóricos de la tradición liberal han estado implícitamente de acuerdo con esta forma de ver las cosas» (MC 93). Considera también el autor de Ciudadanía multicultural que teóricos liberales como John Rawls han asumido que las personas esperan llevar una vida completa dentro de la misma sociedad y cultura en que han nacido. En este sentido, reconoce que se ha interiorizado que eso es lo que define el marco dentro del cual las personas aspiran a ser libres e iguales.14 Por decirlo sin rodeos: «La mayoría de los liberales son liberales nacionalistas».15

			Kymlicka es, por lo tanto, un liberal más que se adhiere a la rama nacionalista. Pero, además, el canadiense es un autor preocupado por «el destino de los grupos étnicos y nacionales», que considera que «está a merced de líderes xenófobos, extremistas religiosos y dictadores militares». En este sentido, considera que, si el liberalismo gana peso político, deberá «abordar explícitamente las necesidades y aspiraciones de las minorías étnicas y nacionales» a las que hoy se apela desde posturas radicales (MC 195). La tarea emprendida por Kymlicka en MC es la de desarrollar una teoría de los derechos de las minorías, pero operando dentro del supuesto de nacionalismo liberal que ya expuso influyentemente John Rawls. Partiendo del punto de vista de la sociedad cerrada, se pregunta qué tipos de derechos deben otorgarse a las minorías bajo los términos de un acuerdo justo, que sería un acuerdo que tome en consideración la libertad y la igualdad. La respuesta de Rawls, preocupado por el bienestar de los menos favorecidos, apuntaba una teoría de la «justicia como equidad». La respuesta de Kymlicka, crítico ante la falta de sensibilidad de Rawls por las situaciones de desventaja cultural, constituye un nuevo intento de remodelar la teoría política del liberalismo rawlsiano, esta vez acomodado a las preocupaciones de las minorías culturales.

			El presente trabajo es una respuesta, una crítica y una alternativa a la teoría de Kymlicka. También puede leerse como una teoría enmarcada en la tradición liberal que, no obstante, difiere de la que ha acostumbrado a poner encima de la mesa dicha rama de pensamiento. Esa distinción se da en la medida en que El archipiélago liberal propone una tesis liberal contraria a los argumentos de Kymlicka. Por esta razón, es importante explicarle al lector cuáles son los puntos centrales de la teoría de ciudadanía multicultural que ha esbozado el autor canadiense.

			La primera consideración que cabe hacer se refiere a la ilustración incluida en la cubierta de la obra de Kymlicka. Se trata de una pintura (c. 1834) que lleva por título Reino pacífico. Su autor, Edward Hicks, representa en este cuadro la firma, en 1682, de un tratado suscrito por un grupo de cuáqueros y tres tribus indias. El pacto buscaba permitir el establecimiento de una comunidad cuáquera en Pensilvania. En primer plano vemos un grupo de animales, algunos salvajes y otros mansos, de modo que nos topamos con leones o lobos junto a corderos. Todos estos animales descansan pacíficamente mientras los niños juegan.16 Kymlicka eligió esta pintura porque retrata y celebra una forma de multiculturalismo que él considera que ha sido ignorada. La mayoría de las discusiones sobre el multiculturalismo se centra en el papel que desempeñan los inmigrantes y el reto de acomodar las diferencias étnicas y raciales (MC 7), pero Kymlicka aspira a considerar más seriamente los reclamos de los pueblos indígenas y el desafío de las relaciones entre grupos con distinto poder (mayorías y minorías).

			Es esta convicción sobre la importancia de los reclamos de los pueblos indígenas lo que lleva a Kymlicka a distinguir desde el principio dos amplios patrones de diversidad cultural. En el primero, la diversidad surge de «la incorporación de culturas que previamente tuvieron un gobierno autónomo y que estuvieron territorialmente concentradas, en el seno de un Estado mayor» (MC 10). Esas culturas incorporadas se denominan «minorías nacionales». En Estados Unidos, esta categoría incluiría a los indios americanos, los puertorriqueños, los chicanos o los nativos hawaianos. En Canadá, a quebequeses y a miembros de comunidades indígenas. En Nueva Zelanda, a los maoríes. En Australia, a los grupos aborígenes. Por el contrario, en el segundo patrón identificado por Kymlicka la diversidad nace de migraciones individuales y familiares. Estos flujos forman «minorías étnicas» en el seno de la sociedad mayoritaria. Aunque estos emigrantes pueden desear el reconocimiento de su identidad étnica, difieren de las «minorías nacionales» en la medida en que sólo buscan acomodar sus tradiciones culturales y no desean existir como naciones separadas que gozan de más o menos autogobierno.

			Un Estado moderno puede, por tanto, ser un Estado «multicultural» en cualquiera de los dos sentidos del término, o incluso en ambos. Puede ser multicultural porque es «multinacional», si sus miembros pertenecen a diferentes naciones, y puede ser multicultural porque es «multiétnico», si sus miembros han llegado de naciones diferentes (MC 18).

			Esta distinción es relevante para entender la teoría de Kymlicka, porque su principal preocupación es la de desarrollar una teoría de los derechos de las minorías, pero también porque el autor está convencido de que si no se logra distinguir entre los dos tipos de minorías (nacionales y étnicas), pueden darse malentendidos y críticas injustificadas a las políticas multiculturales que él mismo propone.

			En Canadá, por ejemplo, el hecho de no reconocer esta distinción implica que los canadienses franceses teman que el multiculturalismo reducirá sus reclamos de nacionalidad al nivel de una mera etnia inmigrante, mientras que los demás canadienses creen que el multiculturalismo significará otorgar un trato de nación a los grupos inmigrantes (MC 17). Si adoptamos esta distinción efectiva, entonces sí podremos ofrecer una explicación de los derechos de las minorías. En esta teoría pensada para acomodar las diferencias nacionales y étnicas, Kymlicka defiende tres formas de derechos colectivos: la primera, la del derecho al autogobierno; la segunda, la de los derechos multiétnicos; la tercera, la de los derechos especiales de representación.

			Las minorías nacionales requieren derechos de autogobierno que, en la práctica, delegan el poder político «a una unidad política controlada por los miembros de la minoría nacional, que guardará un entendimiento sustancial con su patria o territorio histórico» (MC 30). Las minorías étnicas, es decir, los colectivos formados por personas que han emigrado, no podrán exigir derechos de autogobierno, pero sí podrán disfrutar de «derechos multiétnicos», que no son más que medidas específicas «destinadas a ayudar a los grupos étnicos y a las minorías religiosas». La justificación de estas excepcionalidades radicará en facilitar que estas personas puedan «expresar su particularidad y su orgullo cultural sin que esto obstaculice el éxito del grupo en las instituciones económicas y políticas de la sociedad dominante» (MC 31). Otorgar derechos lingüísticos es un ejemplo de este enfoque. También lo es la aprobación de exenciones que permitan esquivar ciertos requisitos legales generalizados, como por ejemplo las salvaguardias que eximen del uso de cascos de motocicleta a la comunidad sij. En ciertas circunstancias, las dos clases de grupos podrían tener derecho a la representación política especial, entendida por Kymlicka como una medida temporal que puede ayudar a resolver situaciones reiteradas de desventaja u opresión.

			No obstante, ¿son esos derechos de grupo diferenciados coherentes con el liberalismo y, más precisamente, «con los compromisos básicos de la democracia liberal, que está fundada en el ideal de libertad e igualdad del ciudadano como individuo?» (MC 34). Kymlicka argumenta que sería un error pensar que los derechos de grupo diferenciados son el resultado de asumir una perspectiva colectivista o comunitarista. Según explica, hay dos tipos de derechos o reclamos de grupo. Los primeros son los reclamos del grupo «contra sus miembros» (esencialmente, el derecho a suprimir formas de disidencia interna), mientras que los segundos son un reclamo del grupo «contra la sociedad mayoritaria» (busca la protección del colectivo frente al impacto de decisiones externas).

			Así las cosas, el argumento de Kymlicka es que «los liberales pueden y deben respaldar ciertas protecciones externas, en la medida en que promueven la equidad entre los grupos, pero deben rechazar las restricciones internas, que limitan el derecho de los miembros del grupo a cuestionar y revisar las autoridades y prácticas tradicionales» (MC 37). Por tanto, los derechos de grupo diferenciados que terminan siendo reconocidos y otorgados dependen, pues, de que los derechos multinacionales, multiétnicos o de representación especial generen «protecciones externas» sin imponer «restricciones internas» de ningún tipo.

			Desde el punto de vista de Kymlicka, todo esto es consistente con la tradición liberal, que de hecho define como una tradición fuertemente comprometida con la protección de las minorías. Dos de sus afirmaciones principales detallan la defensa liberal de los derechos de las minorías que presenta el autor. La primera nos la encontramos cuando afirma que «la libertad individual está ligada a la pertenencia a un grupo nacional propio». La segunda llega cuando escribe que «los derechos específicos de grupo pueden promover la igualdad entre la minoría y la mayoría». (MC 52).

			Estas dos proclamas requieren una explicación más cuidadosa, puesto que son vitales para la teoría del autor. En los trabajos de Kymlicka, libertad significa libertad de elección. Pero esa libertad de elección tiene ciertos prerrequisitos culturales. El mundo moderno está dividido en distintas «culturas sociales» que proporcionan a sus miembros formas de vida significativas. Lo vemos en todo tipo de asociaciones humanas, desde las alianzas empresariales o económicas hasta las uniones educativas o religiosas. «Las culturas sociales tienden a estar territorialmente concentradas y suelen basarse en un lenguaje compartido» (MC 76). Son culturas «sociales» porque no sólo abarcan recuerdos o valores compartidos, sino que también van de la mano de instituciones y prácticas comunes. Una «cultura social» se materializa en las escuelas, en los medios, en la economía o en el gobierno. Las minorías nacionales son, por lo general, grupos con «culturas sociales» que se han mantenido en pie frente a la conquista, la colonización o los intentos de asimilación forzosa. Los inmigrantes, sin embargo, no tienen cultura social, aunque probablemente han abandonado una cultura social propia para mudarse a una nueva tierra. En este sentido, «las culturas sociales tienden a ser culturas nacionales, mientras que las naciones entrañan, a menudo, culturas sociales» (MC 80). En el mundo moderno, las culturas que no son sociales sobreviven con dificultad, sobre todo debido a las presiones que conducen a la consolidación de una única cultura común en cada país.

			Según Kymlicka, la cultura es importante desde un punto de vista liberal «porque es necesaria para la libertad». La libertad implica tomar decisiones «y nuestra cultura social no sólo nos las proporciona, sino que también hace que nos resulten más o menos significativas, facilitando la elección» (MC 83). Para que la libertad de elección sea posible y efectiva, necesitamos acceso a información, pero también capacidad de evaluar dicha información y así tomar una elección. No basta, por tanto, con la libertad de expresión y asociación o con el derecho de acceso a la cultura social. El objetivo de los derechos grupales diferenciados es «“asegurar y promover” todo este proceso. De modo que, para la libertad, la cultura es necesaria» (MC 84).

			Por lo general, las personas mantienen lazos fuertes con sus propias culturas y, cualesquiera que sean las razones para esto, debemos aceptar que ésta es una realidad. Kymlicka entiende que no hay razón para lamentar dichos apegos (MC 90), y de hecho afirma que lo que los liberales demandan es libertad para los individuos, que no significa necesariamente «la libertad de ir más allá del propio idioma o de la propia historia», sino más bien «la libertad de moverse dentro de la propia cultura social, con margen para distanciarse individualmente de roles culturales particulares y con capacidad de elegir qué características de nuestra cultura social queremos desarrollar y qué características no tienen valor» (MC 90-91).

			Kymlicka insiste en que este punto de vista no es colectivista o comunitarista. En su opinión, dicha mirada recela de la idea de que la política del bien común pueda ser perseguida en un plano nacional y tiende a enfatizar la importancia de los vínculos de grupos subnacionales, desde iglesias hasta vecindarios. Frente a esto, define su pensamiento como liberal, apuntando que «se opone a la política comunitarista en el terreno subnacional», puesto que «inhibir a las personas de cuestionar sus roles sociales heredados podría condenarlas a vidas insatisfactorias, incluso opresivas» (MC 92). De modo que el hecho de que la identidad nacional sea tan incómoda para la política basada en el colectivismo es precisamente lo que hace que la identidad nacional sí constituya una base apropiada para la política liberal. Así, la cultura nacional «proporciona un contexto significativo de elección para las personas, sin limitar su capacidad para cuestionar y revisar valores o creencias particulares» (MC 92-93).17

			La lección que Kymlicka extrae de todo esto es que los liberales deberían preocuparse por la viabilidad de las culturas sociales. Sin embargo, si tales culturas son iliberales, se deben volcar los esfuerzos en conseguir liberalizarlas. Los inmigrantes, por otro lado, como participantes voluntarios de la sociedad nacional, no deberían poder desarrollar sus propias culturas sociales, sino que deberían recibir recursos que contribuyan a su integración social (lo cual no implica necesariamente una asimilación ni un abandono de las tradiciones culturales propias).

			Pero los derechos colectivos diferenciados también forman parte de la justicia liberal y, más particularmente, podemos decir lo mismo del compromiso liberal con la igualdad. En este sentido, el problema con el que lidian las minorías es que el mercado cultural las deja en situación de desventaja. Esto es así porque sus culturas sociales pueden verse socavadas por decisiones económicas y políticas que son aprobadas por la mayoría. Las minorías podrán verse superadas en recursos, en poderío electoral, etc. Por tanto, los derechos de grupo diferenciados (sean de autonomía territorial, de representación o de empleo de un idioma propio) pueden aliviar este problema. Estos derechos brindan «protecciones externas», cuya «imparcialidad» deberá ser reconocida y quedará claramente justificada «por las teorías liberales igualitarias, como las de Rawls y Dworkin, que enfatizan la importancia de rectificar aquellas inequidades que no han sido elegidas» (MC 109).

			La visión que Kymlicka rechaza y ataca es la de que el Estado no debe interferir en el mercado cultural y no debe promover ni inhibir el mantenimiento de ninguna cultura en particular. Esta «negligencia benigna» o indiferencia ante las discrepancias es, según el canadiense, una estrategia errónea e incoherente, puesto que refleja «una comprensión superficial de la relación entre Estados y naciones» (MC 113). El problema radicaría en que no hay ninguna manera de evitar el apoyo a culturas sociales particulares. «Al tomar decisiones sobre la cultura, el idioma, la educación o la inmigración, se refleja el poder de uno u otro grupo en la toma de decisiones» (MC 113). Por tanto, es imposible abstenerse de abordar la pregunta de cuán justo es reconocer idiomas, trazar límites o distribuir poderes en sociedad. En este sentido, Kymlicka plantea que «deberíamos aspirar a asegurar que todos los grupos nacionales tengan la oportunidad de mantenerse a sí mismos como una cultura distinta» (MC 113). Esto explicaría que se asignen derechos específicos de grupo a las minorías étnicas (por ejemplo, si las semanas laborales y los días festivos favorecen el calendario cristiano, habrá que otorgar excepciones equivalentes a musulmanes, judíos, etc.).

			Vale la pena reiterar que, al presentar este argumento, Kymlicka sostiene que su posición, lejos de requerir una revisión de la teoría liberal, es completamente consecuente con ella. En parte, esto se debería a que la tradición liberal tiene una larga historia de respaldo a los derechos de grupo diferenciados. Pero hay otro argumento aún más importante. La mayoría de los teóricos liberales, sugiere Kymlicka, aceptan incondicionalmente que el mundo está formado por Estados separados con derecho pleno de determinar quién puede ingresar a los mismos y adquirir estatus de ciudadano. Kymlicka cree que «la visión liberal ortodoxa sobre el derecho de los Estados a determinar quién tiene la ciudadanía descansa en los mismos principios que justifican una ciudadanía de grupo diferenciada dentro de esos Estados». Así, concluye que «la aceptación de la primera conduce lógicamente a la segunda» (MC 124).

			Esto sería así porque la ciudadanía, o la pertenencia a un Estado, es en sí misma una noción diferenciada de «grupo», mientras que el liberalismo reserva los derechos a los «ciudadanos». Los teóricos liberales presentan a veces sus argumentos en términos de «respeto por las personas» o apelando a la «igualdad de derechos de los individuos». Esto implica que todas las personas tienen el mismo derecho a ingresar en un Estado y disfrutar de los bienes que ello les brinda. Pero, en la práctica, los Estados pueden rechazar esa petición de entrada, puesto que las fronteras abiertas no son, necesariamente, un requisito al que deban adherirse los dirigentes políticos. Eso sí: como el liberalismo requiere tratar a las personas como individuos, entonces «su preferencia será, claramente, por las fronteras abiertas» (MC 125).18

			Kymlicka defiende que el liberalismo se basa en la premisa de la existencia de Estados y ciudadanos. En consecuencia, cree que los límites a la inmigración pueden estar justificados en algunos casos, en la medida en que los Estados liberales existen para proteger los derechos y oportunidades individuales, pero también para proteger la pertenencia cultural de las personas. Esta argumentación es la misma que ofrece en su defensa de los derechos diferenciados de grupo. Por tanto, Kymlicka es, esencialmente, un nacionalista liberal, y su teoría del multiculturalismo es, fundamentalmente, una teoría de la justicia enmarcada dentro del Estado liberal. Ésa es, precisamente, la teoría que desafío en este trabajo.

			La estructura del argumento

			La tesis presentada en este trabajo choca con la teoría de Kymlicka (y con el liberalismo convencional) por varias razones. En primer lugar, la teoría del autor de Ciudadanía multicultural se basa, en última instancia, en el valor de la libertad de elección y, por tanto, parte de una concepción del ser humano en la que se considera la autonomía personal como una dimensión de importancia primaria. Sin embargo, en El archipiélago liberal sostengo que el valor más sumamente importante es la libertad de asociación, que a su vez se apoya en la libertad de conciencia.

			Kymlicka asume la legitimidad del Estado-nación, que toma como un espacio apropiado de unidad social. Por esto, desarrolla un argumento sobre la justicia de sus instituciones y sobre los derechos que debe reconocer. No obstante, este libro no considera que la cuestión fundamental sea determinar qué concepción de la justicia es más apropiada para la unidad social. Más bien, el Estado aparece entendido como un acuerdo político transitorio, cuya virtud radicará en su capacidad para asegurar la civilidad.

			En sus trabajos, Kymlicka argumenta que el Estado liberal debe promover la integración de los grupos en la cultura dominante, mediante políticas lingüísticas, educativas o de ciudadanía en general. Su teoría es un intento de especificar los principios que deben guiar la agenda política, partiendo de una defensa de los derechos de grupo diferenciados. Pero la teoría que desarrollo en los próximos capítulos no considera la integración cultural ni la ingeniería cultural como una tarea que deba ser confiada al Estado. En consecuencia, El archipiélago liberal recoge el rechazo a la idea de establecer límites, símbolos o caracteres culturales que marquen los asuntos de la justicia. Por tanto, en estas páginas se defiende lo que Kymlicka considera «negligencia benigna» y que también podría etiquetarse como una política de indiferencia.

			Por tanto, éste es un planteamiento de «liberalismo político», no de «liberalismo integral» como sí hace Kymlicka. Esta distinción es importante. Todas las formas de liberalismo parten de que la sociedad buena es aquella en que no se aplica a todos un ideal particular de la vida, de modo que se permite que las personas exploren distintas formas de desarrollarse y florecer como individuos. Suele decirse que uno de los grandes atractivos del liberalismo es que se muestra neutral ante las distintas concepciones de lo que cada uno entiende como una vida buena. Por lo tanto, ésta sería una doctrina que todos pueden abrazar y un pensamiento merecedor de lealtad.

			Pero incluso el orden liberal no es completamente neutral. Al estar gobernado por leyes, seguir determinadas formas de vida puede ser más difícil o incluso imposible. Muchos críticos del liberalismo han argumentado que este ideal lleva implícita una cierta concepción del «bien», es decir, del tipo de vida que vale la pena vivir. Una respuesta habitual a esta crítica ha pasado por reconocer este punto y mantener que lo que distingue al liberalismo es la concepción peculiar del bien que defiende, lo que vendría a ser un argumento basado en explicar la primacía de la libertad y la autonomía individual como ejes vertebradores del ideal liberal.

			Las filosofías políticas de Kant y Mill pueden considerarse ejemplos de tal liberalismo, puesto que se basan en relatos «integrales» que pretenden abarcar una explicación total de la naturaleza del bien entre los individuos.19 Pero hay otra posible respuesta, que pasa por argumentar que la idea de una concepción integral del liberalismo yerra al abandonar la tarea central que el liberalismo se impone a sí mismo (a saber, dar cuenta de un orden político que pueda exigir la aceptación de todos, independientemente de sus compromisos morales o de sus ideales sobre la vida buena). Así, cualquier liberalismo viable tiene que ser simplemente un liberalismo «político». Se trata, por tanto, de encontrar un orden político que no sea rehén de una determinada doctrina moral «integral».

			El problema con el que lidia cualquier concepción del liberalismo «político» es que sigue siendo cierto que ninguna doctrina política que carece de contenido moral puede terminar siendo una doctrina normativa de cualquier tipo. Por lo tanto, la distinción entre liberalismo «integral» y «político» es una distinción entre teorías «morales» y «amorales». No puede ser una distinción entre una teoría que hace suposiciones sobre la naturaleza o los intereses de los seres humanos y otra que no. Toda teoría política debe hacerlo. Si no lo hace, no podrá apelar a ninguna razón por la que una persona o un grupo pueda estar motivado a asumirla.20 Pero lo que distingue al liberalismo «político» de las doctrinas «integrales» es que trata de establecer el liberalismo como una «concepción moral de mínimos».21 En este libro defiendo una determinada forma de liberalismo político en la que trato de aproximarme a lo que es importante para todos los seres humanos como vía para detallar qué tipo de orden político liberal es el que todas las personas podrían tener suficientes razones para aceptar. No obstante, trato de hacerlo sin apelar a concepciones morales sustanciales que algunos pensadores liberales sí han intentado sostener.

			Para presentar mi argumento, el libro está dividido en seis capítulos. El capítulo 1 delinea la concepción del liberalismo que impregna todo el contenido del libro. Aquí argumento, en esencia, que el liberalismo es una doctrina de tolerancia arraigada en el respeto por la libertad de asociación y, en última instancia, vinculada a la libertad de conciencia. De modo más general, este capítulo trata de explicar cómo sería una sociedad que podríamos describir como liberal. Sin embargo, este segmento del libro sólo ofrece un esbozo de la concepción del liberalismo defendida en las siguientes secciones. De modo que las tesis filosóficas implícitas en esta concepción inicial necesitan una elaboración más completa y un mayor soporte. Ésa es la tarea de los dos siguientes capítulos.

			En el capítulo 2 se abordan las suposiciones fundamentales hechas por la teoría política en relación con la naturaleza y los intereses humanos. El objetivo de este pasaje del libro es sentar las bases para la discusión sobre cuál es la forma de lograr que los seres humanos vivan libremente en condiciones de diversidad. Como este argumento pretende abarcar todas las sociedades humanas, no se basa en ningún ejemplo histórico en particular, sino que parte de una descripción de lo que tenemos en común los seres humanos. Así, considero la naturaleza humana y los motivos que rigen nuestra conducta y, a continuación, sostengo que la característica más importante de la conducta humana es la del apego a la reivindicación de conciencia. Es este aspecto de la naturaleza humana el que revela lo que es preeminente entre los intereses humanos: el interés en no ser forzado a actuar contra la conciencia propia.

			El capítulo 3 explica por qué la libertad de conciencia es el punto de partida adecuado si aceptamos que la libertad de asociación es vital. Esta parte de El archipiélago liberal procura explicar por qué la libertad de asociación y la libertad de conciencia hacen que una sociedad que blinde dichos derechos sea, por definición, una sociedad libre.

			El capítulo 4 aborda la cuestión de la tolerancia y explica por qué una sociedad libre debería tolerar todo tipo de asociaciones, incluidas aquellas que no parecen valorar la libertad ni atenerse al principio de tolerancia o aquellas que parecen abrazar prácticas que se nos antojan intolerables. Esta argumentación deja claro qué tipo de orden social debe producir un régimen de tolerancia.

			Pero todo esto nos lleva a la cuestión del lugar que de­sempeña el Estado en dicho orden, es decir, a la necesidad de concretar una concepción de la sociedad política que sea coherente con el tipo de liberalismo que se ha defendido en páginas anteriores. De ahí surgen las preguntas sobre las instituciones políticas y las políticas públicas, retos que se abordan en los capítulos siguientes.

			El capítulo 5 del libro presenta una visión de la comunidad política que nace de la forma de ver el liberalismo que se ha articulado en páginas anteriores. La meta es explicar cuál es la base de la legitimidad del Estado y argumentar que los reclamos de nacionalidad no son una consideración relevante para la comprensión de las bases de la sociedad política. El capítulo 6 desarrolla por qué el ideal presentado en el libro no requiere solamente un Estado limitado, sino también un Estado indiferente ante la construcción cultural de la sociedad, proceso en el que no deberá involucrarse en absoluto.

			El archipiélago liberal concluye con algunas reflexiones más generales sobre la naturaleza de esta concepción del Estado y del orden político, expuestas a modo de conclusión. Aquí también procuro explicar por qué, a pesar de discrepar con gran parte del liberalismo contemporáneo, la posición defendida en estas páginas es merecedora de ser considerada como una teoría política liberal más.

			
		

	
		
			1 
El archipiélago liberal

		

		
			Un inglés en Italia es un amigo nuestro, y lo es un europeo en China, y quizá un hombre sería apreciado como tal si lo encontrásemos en la Luna. Pero esto procede sólo de las relaciones con nosotros mismos, que en estos casos concentran en sí mayor fuerza por hallarse confinadas a pocas personas.

			DAVID HUME1

			La tarea central de este ensayo pasa por exponer y defender una determinada concepción del liberalismo. En la medida en que el liberalismo ofrece una teoría de la naturaleza de las sociedades libres, el reto que pretenden resolver las siguientes páginas implica presentar un concepto y una identificación de lo que es la libertad. Pero la preocupación más inmediata de la que se ocupa este capítulo es la de defender un modelo particular de sociedad abierta.

			Para desgranar la naturaleza de ese modelo, aunque sea sólo de manera sencilla, hay que responder una pregunta clave: ¿identifica el liberalismo una serie de valores y patrones morales a los que se debe adherir la comunidad que desea vivir en una sociedad liberal o, por el contrario, estamos ante un sistema que sólo identifica principios bajo los cuales se puede articular la coexistencia de distintas concepciones morales? La respuesta que ofrezco aquí es la segunda.

			La sociedad libre descrita por el liberalismo no es una unidad social estable, creada o sostenida a través de una doctrina compartida. Se trata, en realidad, de una colección de comunidades (y, por tanto, de una suma de autoridades diversas) que se asocian bajo leyes que reconocen la libertad de los individuos para asociarse con quienes quieran y como quieran.

			Este modelo de sociedad libre es uno en el que pueden darse muchas asociaciones, pero ninguna de ellas recibe privilegios por encima de cualquier otra ni está considerada como una entidad más significativa o valiosa desde el punto de vista moral. Por tanto, en una sociedad así, pueden confluir distintas autoridades, pero basándose siempre en la adhesión voluntaria de los individuos que componen cada colectivo, nunca articulado por la fuerza.2 En este sentido, podemos decir que la teoría de la sociedad libre constituye una exploración de los términos que hacen posible que distintas formas de vida «coexistan». Por decirlo de otro modo: una sociedad liberal es aquella en la que la esfera política tiene prioridad sobre la esfera moral.3

			A primera vista, esta formulación teórica del liberalismo puede resultar familiar. De hecho, cabría incluso preguntarse si acaso hace falta ir más allá y aportar nuevos argumentos en esta dirección. Al fin y al cabo, no faltan liberales que defiendan la diversidad social o la importancia de tolerar distintas formas de vida. William Galston, por ejemplo, ha argumentado de manera explícita que «el liberalismo se basa en la protección de la diversidad, más que en la valoración de la libertad de elegir». Galston ha realizado aportaciones sustanciosas sobre lo que, en su opinión, es, o debe ser, el paradigma liberal.4 Amy Gutmann ha criticado algunos puntos de su doctrina, pero también reconoce que el liberalismo es una concepción que «asigna a la diversidad social su debida importancia».5 También Stephen Macedo ha participado en el debate, apuntando que es preciso defender un «liberalismo vertebrado» y señalando que los liberales no deben dudar a la hora de defender su creencia en la diversidad, por mucho que dicha diversidad sea «forjada y gestionada a través de instituciones políticas».6 De modo que, considerando una literatura tan rica, parecería que no hacen falta nuevos argumentos liberales en este campo. Sin embargo, precisamente porque las ideas propuestas por estos autores deben ser examinadas, considero importante la defensa de otra concepción del liberalismo.

			Por encima de cualquier otra cuestión, creo que estos y otros autores que defienden el liberalismo lo hacen a base de insistir en la compatibilidad existente entre el respeto a la diversidad y la unidad del paradigma liberal. Pero, del mismo modo que no hay que sobreestimar la importancia y el valor de la diversidad, es aún más importante si cabe el ser prudentes a la hora de considerar la relevancia que tiene la unidad. En la concepción liberal que presento aquí, la unidad social aparece en un plano secundario, puesto que parto de que su importancia es escasa o incluso nula. En el peor de los casos, hablar de unidad social puede ser incluso indeseable, e incluso peligroso. Sin embargo, como no faltan autores que defiendan lo contrario e insistan en la importancia de la unidad social como eje de cualquier teoría política viable y plausible, he querido desarrollar una teoría alternativa, en la que argumento que su preocupación es exagerada.7

			El principal punto de este trabajo es que la sociedad ideal que describe la teoría política liberal no es una sociedad unificada. Sin embargo, en la historia de la teoría política, buena parte de las metáforas que se han empleado para describir la importancia de la sociedad para la política se han quedado muy alejadas de esta forma de ver las cosas. Se habla mucho, por ejemplo, del «cuerpo político» como sujeto vital, pero esta idea no es útil para el pensamiento liberal, en tanto en cuanto alimenta la noción de que la existencia y el funcionamiento de la sociedad dependen de la operativa de un orden político único y eterno, que regula la conducta humana y facilita la coordinación entre personas y grupos, permitiendo la maximización del bienestar y asegurando el mantenimiento de un orden justo.8

			Ese orden político, en los términos explícitos de la metáfora que alude a él como un «cuerpo», no aparece como un foco de conflicto en el que puedan darse tendencias inestables o incluso divergentes. Sí se admiten ciertos elementos diferenciadores, pero todos deberán ser estandarizados y depurados, para terminar «incorporados» en el «cuerpo político» de la nación.

			Lo más llamativo de esta forma de referirse a la sociedad es que se nos habla de un «cuerpo político» sin siquiera tener en cuenta que los «cuerpos» en sí no son algo genérico, sino sexuado. En la historia del pensamiento político han dominado los filósofos, de modo que podría ser que el «cuerpo» en el que están pensando es más masculino que femenino. Pero, incluso en el caso de que así sea, la metáfora es preocupante porque deja abiertas sólo dos opciones para las mujeres: incorporación o exclusión. No es una metáfora abierta a la diversidad ni la diferencia, porque no puede acomodar la forma más elemental de las diferencias, como es el sexo. Por tanto, tampoco podemos esperar que esta concepción social reconozca o tolere plenamente las diferencias en ámbitos como la cultura, la moral o la racionalidad. «Si lo que nos fascina es la idea de un cuerpo, una voz, una razón, entonces cualquier desvío de este concepto será defectuoso.» 9

			También se habla mucho de la idea de «la sociedad en la que impera el orden». De nuevo, debemos cuestionar —y rechazar— esta forma de ver las cosas, puesto que la idea de una sociedad ideal aparece aquí como una «sociedad cerrada», que puede entenderse como distinta y diferente a otros arreglos entre seres humanos.10 En esta abstracción, conjurada por John Rawls como el punto óptimo a partir del cual deliberar cuáles son los principios de la justicia, nos topamos con una idea de sociedad que no tiene sitio para la diversidad, la diferencia o el conflicto. Sólo cabe la estabilidad, la unidad social. Pero habría que preguntarse una cosa: ¿qué valor podemos extraer de una mirada tan cerrada, en la que se anulan muchas de las complejidades del mundo real y se silencian cuestiones vitales para la política, como la variabilidad, el desacuerdo, la desunión y, sobre todo, la tendencia a la autotransformación perpetua?

			Otra metáfora aún más antigua es la que desarrolló Platón cuando presentó la unidad social como un «barco» que guía el Estado y en el que navega la sociedad.11 Ésta es la metáfora política que más importancia asigna a la unidad social y la jerarquía. Ambas cuestiones aparecen aquí en el centro del entendimiento de lo que es, o debe ser, la sociedad. El Estado figura como una entidad cuyas fronteras están claramente delineadas, puesto que más allá de sus confines sólo está el océano y debido a que, según esta forma de ver las cosas, su funcionamiento es autosuficiente. Sin embargo, Platón argumenta que hace falta algún tipo de conocimiento capaz de guiar la acción política, de modo que necesitamos un barco conducido por alguien especial para desentrañar ese conocimiento y saber qué hacer para llevar el buque a buen puerto.

			De nuevo, la metáfora empleada es problemática por distintos motivos. Por ejemplo, nos obliga a pensar en la sociedad política como una entidad que tiene unas fronteras firmes e impermeables, dentro de la cual habitan personas autosuficientes que disfrutan de una unidad social determinada por propósitos comunes. Pero el mundo real nos dice que la experiencia política no es precisamente así.

			Sin dejar el mar, Michael Oakeshott hace un planteamiento similar al de Platón, pero más apropiado. En su caso, habla de hombres «navegando en un inmenso mar», «sin puerto en el que refugiarse, sin anclas para detenerse, sin punto de salida ni de destino», pero con la empresa de «salir a flote» y sobrevivir a base de forjar alianzas que permitan salir adelante en los momentos más complejos.12 Es una metáfora más válida, pero igualmente vemos que esta forma de describir la naturaleza de la actividad política y de la sociedad política sigue siendo incompleta.

			La respuesta que ofrezco aquí reemplaza las anteriores proposiciones y plantea una sociedad política concebida como un archipiélago, es decir, como un grupo de pequeñas islas reunidas una cerca de la otra en altamar. En esta metáfora, cada isla es una comunidad distinta o, mejor aún, una jurisdicción diferenciada que habita aguas de tolerancia mutua. La sociedad política ideal no es un cuerpo aislado, una idealización del orden o un barco surcando las aguas. Ni siquiera es una isla solitaria.13 Debemos desarrollar otro concepto, con fronteras y lazos más suaves y menos rígidos.

			La sociedad buena, como argumenta este libro, es aquella que opera como un archipiélago de distintas sociedades. Y, como los principios que describen semejantes agrupaciones humanas son principios de corte liberal, entonces me atrevo a afirmar que la sociedad buena es aquella que opera como un archipiélago liberal.

			Así pues, ese archipiélago liberal al que apelo se expresa mediante una sociedad de sociedades que ni surge ni está controlada por ninguna autoridad central. Se trata, pues, de una sociedad en la que las autoridades funcionan bajo leyes y normas que van más allá del alcance de cualquier poder superior.

			Como ha señalado Michael Walzer en otro contexto, esta metáfora describe una auténtica sociedad internacional, contemplada esencialmente como una sociedad de Estados.14 Al mismo tiempo, la idea del archipiélago también describe de forma general el funcionamiento de la sociedad, incluyendo aquí las sociedades confinadas, en mayor o menor grado, por las distintas fronteras estatales. Abordar estos puntos es una de las principales preocupaciones de este libro.

			Pero, de forma más inmediata, en este capítulo pretendo desarrollar una concepción del liberalismo, entendido como base para una sociedad buena. En esta línea, el siguiente apartado desarrolla una forma de entender el liberalismo coherente con la tesis central del archipiélago. Más adelante presentaré posibles críticas a esta línea de pensamiento, antesala para un replanteamiento crítico y detallado de la metáfora. En última instancia, se trata de dejar claro que estamos ante una formulación liberal concreta y diferenciada.

			Adentrándonos en una 
concepción del liberalismo

			El valor más fundamental para el liberalismo es la tolerancia. Una sociedad o una comunidad es liberal en la medida en que es tolerante. Y lo que debe tolerarse es, precisamente, la diferencia y el desacuerdo. La diferencia es, en sí misma, el desacuerdo, puesto que acarrea disparidades en las creencias o formas de vida de las personas, cosa que supone un repudio implícito de las normas o estándares de la mayoría o de las instituciones sociales dominantes.

			La tolerancia a la que aludo en el libro es una virtud de máximo rango que, en cualquier caso, sólo requiere indiferencia hacia los tolerados o lo tolerado. No hablo, por tanto, de una virtud que demande un comportamiento par­ticu­larmente exigente, puesto que tolerar algo no implica admirarlo, respetarlo, ni comprenderlo.15 Tampoco es necesario tomarnos en serio todo aquello que toleramos. De hecho, la tolerancia que defiendo es perfectamente coherente con una actitud indiferente hacia la otra parte. No tenemos por qué sentarnos a dialogar con los demás, menos aún comprender su forma de hacer las cosas.

			Obviamente, la tolerancia puede ser más compleja y puede tener un significado y una práctica más profunda. Walzer ha desarrollado distintos niveles o etapas de la tolerancia, que van de la aceptación resignada a la «negligencia benigna» o indiferencia, pasando después al reconocimiento mutuo y terminando finalmente en la apertura a los demás, un punto en el que sí partimos de cierta voluntad de escuchar, aprender e incluso respetar al diferente.16 Ciertamente, los niveles o etapas que identifica Walzer son verdaderas formas de tolerancia. Sin embargo, todas estas fórmulas dejarían de aplicarse en el momento en que nos topemos con miradas o prácticas que no nos resulten dignas de ser respetadas o consideremos impropias de una actitud lo suficientemente abierta como para gritar vive la différence. Este punto es conflictivo, no tanto por la intolerancia que, sin duda, merecen ciertas ideas, sino porque todos somos capaces de encontrar continuamente todo tipo de cuestiones que nos resulten «ofensivas» e «intolerables», por mucho que no disgusten necesariamente a nuestro vecino.

			Así pues, lo mínimo que podemos pedir por igual a todos los individuos en relación con una determinada idea o un comportamiento concreto es la tolerancia de primer grado, es decir, la aceptación resignada. Y, teniendo en cuenta que el reto de la aceptación no radica en tolerar lo conocido, sino en tragar con aquello con lo que no estamos de acuerdo, entonces podemos decir que la tolerancia implica tolerar la diferencia y el desacuerdo, siempre y en todo caso.

			Si esto es lo que define la tolerancia, entonces no todas las sociedades o comunidades lograrán practicar la tolerancia con la misma facilidad. En teoría, una comunidad más pequeña tendrá más difícil su acercamiento a la cultura de la tolerancia de la diferencia que un grupo humano más grande. En una empresa de pequeño tamaño, por ejemplo, es más probable que el reducido número de asalariados reciba con cierta hostilidad a un nuevo jefe o compañero que sea diferente por su raza, color de piel o credo religioso. Las leyes reconocen esto de manera implícita, porque a menudo vemos que las leyes de discriminación positiva suelen dejar a un lado a las mercantiles más pequeñas. Una asociación (como, por ejemplo, una iglesia) cuyas prácticas sean vitales para su raison d’être tendrá poca predisposición a tolerar algunas diferencias que generen indiferencia en otro tipo de asociaciones (como, por ejemplo, un club de fútbol).17 También conocemos el caso de estructuras grandes como los imperios, donde necesariamente van surgiendo valores de tolerancia hacia diferencias significativas entre las personas.18 Pero, en cualquier caso, en la medida en que una asociación acepta de mejor grado las diferencias, entonces hablamos de un grupo más liberal, y en sentido inverso, una menor aceptación de las discrepancias también implica un menor grado de libertad en la asociación.

			En todo este debate, empleamos casi indistintamente y de forma intercambiable conceptos como «sociedad», «comunidad», «grupo» o «asociación». Esto es así de forma deliberada. Quizá hablar de liberalismo es más apropiado si nos referimos a la idea pura de sociedad, al menos cuando esta escuela de pensamiento nos sirve para poner en valor la importancia del asociacionismo. No obstante, la teoría que propongo en este libro sugiere que podemos ampliar el alcance del término, para referirnos a asociaciones de todo tipo, desde empresariales a imperios políticos. Una empresa, una sociedad o un imperio es liberal en la medida en que tolera la diferencia y el desacuerdo, del mismo modo que diremos que es iliberal cuando haga lo contrario. Al mismo tiempo, un imperio liberal puede albergar sociedades iliberales, una sociedad liberal puede contener comunidades iliberales, una comunidad liberal puede incluir asociaciones iliberales... ¡Hasta en la comunidad más liberal podemos encontrar estructuras familiares o humanas que son profundamente iliberales! Pero, en todos los casos, el grado de liberalismo de estas asociaciones vendrá determinado por el grado de tolerancia observado en cada una de ellas.

			En esta reflexión sobre la sociedad, consideraremos que el grado de libertad es mayor cuando las comunidades o asociaciones contenidas en la misma son más tolerantes hacia la diferencia y el desacuerdo. Por decirlo de otro modo, una sociedad será más liberal si las asociaciones que la componen son razonablemente liberales. Pero, en cualquier caso, podemos decir que una sociedad es lo suficientemente o mínimamente liberal si existe al menos un clima de tolerancia suficiente para compensar que, en su seno, aparezcan asociaciones de corte iliberal. Eso sí: para que éste sea el caso, también sería necesario que quienes disienten no estén obligados a permanecer en aquellas asociaciones que muestren una menor tolerancia. Debe haber, al menos en principio, una posibilidad de salida individual que permita autoexcluirse de las comunidades o asociaciones que consideramos iliberales. Para que así sea, es importante que los disidentes tengan a donde ir, es decir, que cuenten con otras asociaciones en las que serán aceptados, y que las instituciones políticas y legales blinden su legítimo derecho a abandonar aquella asociación que quieren dejar atrás.

			Esto nos lleva a dos rasgos importantes de las sociedades liberales: primero, tienen que ser capaces de acomodar diferentes autoridades; segundo, la legitimidad de toda autoridad dependerá de la aquiescencia de quienes están sujetos a la misma. Ambos puntos son relevantes y deben desarrollarse con mayor profundidad.

			De entrada, asumiremos que la necesidad de la existencia de un cierto grado de autoridad es algo imposible de evitar en los grupos humanos. Siempre puede haber diferencias y disputas, puesto que el conflicto es una característica endémica de la condición humana. Las disputas más relevantes están ligadas a aspectos más trascendentales: qué es bueno y qué no, cómo debemos vivir, etc. Sin embargo, muchos conflictos tienen una latencia menor. La autoridad es, en cualquier caso, el poder al que se puede llamar para resolver conflictos que no podemos superar mediante un simple acuerdo. También entendemos la autoridad como la forma de zanjar disputas sin llegar a las manos. La teoría liberal parte de que ninguna autoridad tiene un acceso total y absoluto a la verdad, pero también asume que hacen falta instancias superiores que ayuden a superar y resolver los enfrentamientos.

			También es cierto, todo sea dicho, que es posible que algunos individuos no estén por la labor de acatar decisiones o arreglos dictados por la autoridad. Puede que, incluso partiendo de una posición de voluntad, su conciencia les lleve a terminar rechazando el dictamen de esa autoridad. Para la filosofía liberal, es fundamental que exista la convicción de que los individuos no deben ser forzados a actuar en contra de su conciencia, es decir, que no se nos fuerce a hacer algo que consideramos incorrecto. Esa libertad de conciencia descansa en el centro del ideal de la tolerancia liberal. En este sentido, una sociedad es liberal si los individuos son libres de rechazar la autoridad de una asociación y pueden pasar a situarse bajo la autoridad de otra agrupación distinta. También será una sociedad liberal si las personas tienen libertad de repudiar la autoridad de la sociedad en su conjunto y elegir el tutelaje de una autoridad derivada de un colectivo más pequeño. Incluso podríamos hablar de alguien que decida constituir una nueva autoridad para sí mismo.

			Llegados a este punto, hay que enfatizar que nada de lo que hemos dicho hasta ahora implica que el resto de asociaciones, incluido el Estado, deban ir siempre de la mano de aquellas personas que desafían o rechazan una autoridad alternativa. Siempre surgirán complicaciones entre los seres humanos: ¿a quién pertenece una propiedad?, ¿qué efecto tiene la acción de dos partes sobre un tercero?, ¿podemos justificar la secesión de un territorio?, ¿cabe defender la intervención y la injerencia en los asuntos de otra sociedad invocando motivos «humanitarios»? Es difícil responder a estas preguntas, especialmente de forma abstracta. La constitución de la autoridad siempre da pie a dudas y recelos. De hecho, no podemos presuponer que cualquier autoridad debe ser aceptada siempre y en todo caso, por mucho que quienes se sujetan a ella parezcan aceptarla. Lo que sí afirmo, de entrada, es que las sociedades son liberales en la medida en que acomodan o toleran múltiples autoridades y, en segundo lugar, también sostengo que la legitimidad de la autoridad depende de la aquiescencia de los miembros del grupo.

			Es importante hacer esta explicación, pero no sólo porque es importante ir más allá de los conceptos políticos abstractos a la hora de definir estas cuestiones, sino también porque nos ayuda a entender mejor qué concepto de autoridad vamos a exponer en este ensayo. Afirmar que una sociedad liberal es aquella que admite distintas autoridades en su seno podría dar la impresión de que se invoca un determinado tipo de soberanía. Más precisamente, podría parecer que se está afirmando que las autoridades de las que hablamos son todas soberanas, en la medida en que alrededor de cada asociación hay muros claramente delineados que definen hasta dónde llega el control de cada autoridad. Desde esta mirada, si esos muros son corrompidos, entonces no hay soberanía. Sin embargo, ése no es el planteamiento del que parto aquí. En realidad, la soberanía es cuestión de grados, de intensidad. En el mundo real, no hay ninguna autoridad ajena a posibles retos o amenazas. Hasta el poderío del Estado más fuerte puede quedar comprometido. A esto puede contribuir la firma de tratados internacionales, la entrada en asociaciones supranacionales, la aplicación del common law anglosajón..., pero también la dificultad que encuentra toda autoridad a la hora de hacer valer totalmente sus decretos, puesto que existen restricciones constituciones y legales y, además, el pueblo siempre busca maneras de esquivar las órdenes dictadas desde hasta arriba con las que no está de acuerdo.19

			La soberanía es una cuestión ambigua. A menudo vemos que es difícil concretar o localizar su naturaleza aislada, porque no se encarna claramente en ninguna persona concreta, ningún cuerpo determinado o ninguna institución única. Consideremos, por ejemplo, el caso del Estado australiano. Está soberanamente dividido en varios gobiernos integrados en la federación, pero los poderes de cada uno de estos Ejecutivos están forjados y comprometidos por los poderes de otras muchas asociaciones, muchas de las cuales también delegan parte de su autoridad. Así, vemos el caso de comunidades aborígenes que tienen derechos de tierras a raíz de una sentencia de la Corte Suprema que indica, además, que ninguna capa de la Administración, incluido el gobierno federal, tiene el poder de extinguir esas propiedades. A esto hay que sumarle la Ley de Discriminación, de 1975, que actúa como un obstáculo más a la hora de impedir que los gobiernos supriman la titularidad de tierras de los aborígenes australianos. A priori, el Ejecutivo federal tendría libertad para repeler esa norma pero, políticamente, esto no es factible en la sociedad australiana moderna. Y es que, el Estado es soberano, pero eso no significa que su poder sea total y absoluto.

			Este hecho tiene importantes implicaciones para la autoridad de los poderes menores. En la medida en que cualquier comunidad o asociación está conectada o incluso imbricada en una compleja red de arreglos entre seres humanos, entonces sus oportunidades para asegurarse una independencia clara en materia de soberanía serán necesariamente limitadas. Siendo realistas, los grupos de indígenas aborígenes que hablan de soberanía y autodeterminación no pueden aspirar a tener una notable independencia, puesto que también buscan beneficiarse en parte de la economía de mercado (lo que exige sujetarse a las reglas mercantiles y comerciales) y también debido a que la propia autonomía que han logrado como colectivo la han conseguido a través de distintos tratados o acuerdos legales, que en ocasiones pueden liberar pero en otras también tienen el efecto de constreñir. De hecho, muchas asociaciones en las que se incurre de forma voluntaria terminan arrojando, con el tiempo, obligaciones no deseadas.

			Dicho todo esto, una sociedad es liberal en la medida en que está dispuesta a tolerar distintas autoridades, incluyendo autoridades que busquen disociarse del resto de la sociedad y asumiendo que las partes están preparadas para soportar las consecuencias que se derivan de esta invariabilidad. Igualmente, una sociedad es iliberal si no está dispuesta a admitir este paradigma. Tenemos ejemplos de ello en la antigua Unión Soviética o en la China moderna, dos claros ejemplos de sociedades iliberales por la limitada (si no inexistente) independencia de las autoridades subsidiarias contenidas en estos Estados. Estamos, al fin y al cabo, ante ejemplos de sociedades ordenadas jerárquicamente, en las que hay muy pocas posibilidades de oponerse a los dictámenes de la autoridad central. Levantarse contra Moscú nunca fue un escenario factible. Y, siguiendo ese mismo razonamiento, la sociedad amish no puede ser concebida como una sociedad liberal porque en su seno no se admiten el desacuerdo ni la disidencia, hasta el punto de que se espera que los hogares asuman las estructuras comunitarias en todo tipo de aspectos, desde la regulación de la propiedad hasta la fe religiosa.

			La sociedad internacional, por el contrario, es una forma de sociedad liberal, puesto que está constituida por múltiples autoridades que operan bajo un régimen que reconoce de facto la tolerancia mutua.20 También podemos decir que la sociedad internacional es una sociedad de sociedades, dentro de la cual aparecen colectivos más liberales, menos liberales o directamente hostiles al ideal liberal. De hecho, aunque sí que hay un sistema internacional único, en su seno hay distintas sociedades internacionales, tanto en la actualidad como a lo largo de la historia. América del Norte, antes de la llegada de los europeos, era una sociedad internacional, del mismo modo que Europa era una sociedad internacional antes del descubrimiento de América y del fortalecimiento de los lazos con Asia. En los imperios precoloniales del Sudeste Asiático o en la civilización del subcontinente indio nos encontramos con algo similar. Incluso hoy día tenemos numerosas sociedades internacionales en pie: la Unión Europea, la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático (ASEAN), la sociedad de Estados del Pacífico Sur... Eso sí: el desarrollo de las leyes internacionales y la entrada en tratados y acuerdos internacionales (Convención de Refugiados, Acuerdos de No Proliferación Nuclear, etc.) van forjando esta idea de una sociedad global única. Podemos decir que ése sí es un orden liberal porque no hay jerarquía bajo la cual se subordinan los distintos Estados participantes. También podemos afirmar esto porque se mantiene la norma clave de la libre entrada y salida. Por este motivo, la mayoría de los Estados no reconoce el derecho de otros Estados a retener a personas contra su voluntad.21 Es cierto, no obstante, que muchos Estados actúan, en la práctica, contra ese derecho.22

			La sociedad internacional está conformada por asociaciones soberanas como los Estados, pero también por regímenes internacionales (desarrollados mediante acuerdos, convenciones y tratados) y por organizaciones multilaterales (como las Naciones Unidas, la OMS, la Iglesia católica, la Asociación de Economías del Pacífico, etc.). Además, también encontramos asociaciones internacionales que tienen su origen en un país concreto y siguen manteniendo un notable arraigo territorial pese a su dimensión global (por ejemplo, el Consejo Internacional del Cricket o la Asociación Americana de Ciencias Políticas), como también nos topamos con organizaciones cuya demarcación de partida se ha ido diluyendo con el paso de los años, hasta convertirse en entes mundiales (caso de la FIFA). Incluso tenemos numerosas organizaciones que cambian su base operativa con rapidez y eficiencia (por ejemplo, las empresas transnacionales). Esta sociedad internacional es tan compleja como cualquier sociedad doméstica, tiene su propia historia e incluso una cultura peculiar. En el pasado, algunas sociedades internacionales han terminado convirtiéndose en un Estado: en Europa, es el caso de Alemania, Italia o Francia; en el Sudeste Asiático, es el caso de Indonesia y Malasia... Más recientemente, algunos territorios como la Unión Soviética o Checoslovaquia se han partido en Estados más pequeños que, a su vez, se han incorporado progresivamente a la sociedad internacional. Para todas las cuestiones relevantes, esta sociedad es algo así como la sociedad doméstica del modelo liberal: se compone de una multiplicidad de asociaciones (y, por tanto, autoridades) que, al mismo tiempo, están separadas y conectadas las unas con las otras (unas de forma más fuerte y directa que otras), a través de lazos culturales, legales y comerciales.

			Este entendimiento de la sociedad internacional nos permite volver a trabajar con una metáfora útil para describir el liberalismo. Y es que dicha comunidad global es, también, un archipiélago, un mar con numerosas islas. Cada una de ellas es un dominio que está separado de los demás por aguas que son indiferentes a sus circunstancias y su destino. La mayoría están habitadas a su vez por personas que, en general, han llegado allí más por azar que por voluntad propia, si bien algunas de ellas tienen mayor presencia de inmigrantes que han llegado recientemente. En casi todos los casos, las personas que las habitan viven bajo el mandato de una autoridad, aunque el carácter, estilo y preocupación de dicho poder es distinto en cada una. Por otra parte, las islas no son homogéneas: unas ofrecen unas condiciones óptimas para la vida, pero otras están en peligro de terminar sumergidas por la subida del nivel del mar; algunas son accesibles y están bien conectadas, mientras que otras son remotas y de difícil acceso...23

			Las personas que pueblan estas islas tienen distintas aspiraciones y carácter. A algunas les gusta su vida, incluso en el caso de quienes habitan ínsulas menos atractivas. Para esas personas no es una opción lanzarse al océano y probar suerte en otra demarcación del archipiélago. Sin embargo, también hay quienes tienen ganas de explorar y contemplan con ansiedad la posibilidad de dejar su entorno, por paradisíaco que pueda ser, para hacerse a la mar en busca de oportunidades que puedan derivarse de lo desconocido. Cada individuo tiene libertad de zarpar y, por ese motivo, las aguas que rodean las islas están llenas de barcos que en algunos casos siguen rutas establecidas y en otros se encaminan hacia zonas menos conocidas. Hay, por tanto, un tráfico marítimo en el que se mezclan rutas claras y evidentes con recorridos más erráticos e incluso anárquicos. Aunque hay convenciones que gobiernan la conducta en altamar y también se han creado algunas instancias para evitar problemas de piratería, no existe ninguna autoridad que controle el archipiélago. Pocas personas así lo desean, aunque de vez en cuando surgen voces que sí reclaman algún tipo de coordinación central. Por otro lado, hay algunas islas más periféricas que permanecen casi aisladas del resto. Su situación es especialmente insular, en todos los sentidos del término.

			Una sociedad es una sociedad liberal si satisface las condiciones recogidas en la metáfora del archipiélago. ¿Cuáles son exactamente esas condiciones? A veces se sintetizan apelando a la diversidad, pero el liberalismo no puede definirse como protección de la diversidad, de modo que no comparto la definición que hace Galston. Si mi descripción de la sociedad liberal es correcta, entonces la diversidad no tiene especial valor ni importancia. La diversidad, de hecho, no es el valor buscado por el liberalismo, sino que incluso podríamos decir que es la fuente de los problemas que el liberalismo busca solucionar. Esos problemas se derivan de la dificultad de compaginar una vida en libertad con unas circunstancias sociales de conflicto.

			El liberalismo plantea una sociedad basada en arreglos voluntarios como mejor manera de asegurar la autonomía de sus individuos. Sin embargo, «ninguna sociedad es, en sí, un esquema de cooperación en el que se ingresa de forma literal».24 Su diseño y desarrollo es evolutivo. Hay muchos pensadores que han explorado esta vía, pero no han explicado cómo se concreta. Rousseau, por ejemplo, sugirió que es posible crear un marco social y político a base de leyes que las personas se dan a sí mismas. Rawls, por su parte, ha planteado que la sociedad se acerca a un esquema voluntario cuando está gobernada por principios de justicia que todos habríamos elegido o, al menos, no habríamos rechazado en condiciones normales, lo que da pie a una circunstancia de personas libres e iguales bajo circunstancias favorables.25

			La respuesta que ofrece la concepción del liberalismo que expongo aquí es que la sociedad se acerca más a un esquema voluntario conforme la libertad de asociación es mayor y los individuos tienen un mayor grado de libertad a la hora de disentir de la autoridad e incluso alejarse de una autoridad para pasar a reconocer otra. Ante la diversidad, el paradigma en el que vivirán esos individuos y comunidades será ese que a veces sintetizamos como «vive y deja vivir».

			El liberalismo es, por tanto, una forma de lograr que distintos estándares morales logren coexistir. No es una colección de compromisos morales a los que se deben adhe­rir las distintas comunidades integradas en la sociedad. Bajo el liberalismo pueden darse criterios morales diversos, siempre que rija un marco de tolerancia. Y si queremos que el liberalismo prevalezca, entonces el principio de tolerancia y el valor de la libertad de conciencia deberán ser respetados al máximo.

			Quizá sería apropiado reconocer que esta idea de lo que constituye una sociedad liberal carece del tipo de rasgos que, por lo general, suelen incluirse en las teorías o escritos modernos dedicados al orden liberal. Pero el paradigma que describo no se refiere simplemente al modelo político de liberalismo democrático que hemos conocido en el si­glo XX, ejemplificado por Estados Unidos, el Reino Unido, la India, Japón o Nueva Zelanda. Un orden liberal también podría darse en una monarquía hereditaria y también podría surgir en una aristocracia. La clave radica en que la autoridad esté dispersa y el desacuerdo sea admitido y tolerado. Igualmente, un Estado democrático puede ser iliberal en la medida en que arroga poder a una autoridad central a base de suprimir el margen de disidencia de personas y grupos. No hay una conexión necesaria entre liberalismo y democracia. Si acaso van de la mano, es un matrimonio de conveniencia. No es necesario que una sociedad liberal cuente con una Constitución escrita o una carta fundamental de derechos, como tampoco es un requisito indispensable que exista un poder legislativo bicameral, un poder judicial que supervise el cumplimiento de las leyes, una instancia para que los ciudadanos reivindiquen formalmente sus derechos... Cierto es que este tipo de mecanismos institucionales son valiosos para controlar al poder y asegurar cierto grado de división o dispersión del mismo. Sin embargo, aunque hablamos de fórmulas que pueden ayudar a mantener el orden liberal, no todo orden liberal necesita de los mismos para existir y funcionar.26

			De modo que cabe preguntarse si el tipo de sociedad que defiendo en estas páginas es radicalmente diferente a las sociedades que solemos ligar al concepto tradicional de libertad, a menudo asociado con las democracias liberales contemporáneas. La respuesta es compleja, porque no puede ser simplemente afirmativa o negativa. Lo que quisiera que imagine el lector es una sociedad similar a la de las democracias liberales modernas, pero sólo en la medida en que dichos esquemas correspondan a países en los que la autoridad está dispersada y la capacidad de una autoridad para imponer su voluntad a los demás sea limitada. También debemos partir de que la gente cuenta con libertad plena para moverse de una jurisdicción a otra, cambiando de autoridad según su criterio. En las democracias liberales modernas existen numerosas formas de autoridad: gobiernos nacionales, regionales, provinciales, locales..., así como otras autoridades comunitarias, como los consejos de pueblos aborígenes o los gobiernos de grupos tribales. Uno de los rasgos clave de la sociedad liberal es que sus autoridades no son meras subdivisiones administrativas del Estado, sino poderes independientes capaces de gobernar a base de sus propias leyes y normas diferenciadas.

			Donde la sociedad que plantea este libro sí es radicalmente distinta es en su voluntad de aceptar las implicaciones derivadas de la independencia de sus jurisdicciones. En primer lugar, implica que el Estado se convierte en una entidad de menor fortaleza, con mucha menos capacidad de establecer o imponer estándares comunes a la nación, salvo en el caso de que todas sus jurisdicciones se inclinen a aceptarlos. En segundo lugar, también implica que es posible que autoridades o jurisdicciones subsidiarias sean gobernadas de acuerdo con principios iliberales. Por ejemplo, si una provincia discrimina a los homosexuales a base de criminalizar las uniones entre personas del mismo sexo, el gobierno federal no tendría autoridad para eliminar esas leyes provinciales, por contrarias que sean al espíritu liberal. Al mismo tiempo, dentro de esa misma provincia podríamos ver que ciudadanos liberales se resisten a la aplicación de estas normas por considerar que son intolerantes y que suprimen la libertad individual. Pero, en general, también veríamos que los liberales que asuman la mirada presentada en estas páginas tendrían que abstenerse de invocar la injerencia del gobierno central en los asuntos de la provincia.27

			Pero, aunque al lector le pido que imagine una sociedad organizada de forma radicalmente distinta a las nuestras, no reclamo que imagine una sociedad en concreto. Los principios defendidos en este libro no determinan qué tipo de sociedad debe emerger: simplemente hablamos de la forma en que opera esa sociedad, con apertura y tolerancia. Todo, claro está, partiendo del principio de que las autoridades políticas se topan con límites que restringen su capacidad para suprimir la disidencia, por mucho que esa disidencia obedezca a valores contrarios a la apertura y la tolerancia.

			Posibles objeciones

			Hay muchas objeciones potenciales a las tesis liberales que planteo. De momento, no entraré a analizar si mis ideas son, efectivamente, liberales. Lo que sí quiero hacer es defender esta forma de entender la libertad ante las posibles críticas que puedan surgir. Las siguientes páginas cubren ese objetivo de forma detallada, pero quiero referirme de entrada a algunos de estos posibles puntos, para asegurarme de que mi concepción del liberalismo ha quedado claramente delineada.

			Entre los distintos reproches a mi forma de entender el liberalismo, encuentro que hay una preocupación recurrente, que expresa su temor a que la mirada que planteo se quede corta a la hora de reconocer la importancia de la solidaridad social. Desde ese enfoque, la tolerancia en sí misma no sería lo suficientemente fuerte para asegurar un orden social capaz de proteger y garantizar los valores que viene a salvaguardar la tolerancia.
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